
 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

 

Bogotá D.C., seis (6) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 

Referencia: 11001-33-35-025-2022-00321-00 
Convocante: VÍCTOR ALFONSO ESTUPIÑÁN PERDOMO 
Convocado: SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES 
Asunto: CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL  
 

 
Procede el Juzgado a pronunciarse respecto de la aprobación o improbación de la 
conciliación extrajudicial celebrada por las partes en audiencia de conciliación 
extrajudicial del 19 de agosto de 2022 ante la Procuraduría Cincuenta (50) Judicial 
II para Asuntos Administrativos de Bogotá.  
 

 
1. ANTECEDENTES 

 
 
El convocante presentó solicitud de conciliación extra judicial ante la Procuraduría 
General de la Nación el 24 de marzo de 2022, correspondiéndole a la 
Procuraduría Cincuenta Judicial II para Asuntos Administrativos de Bogotá, que 
mediante auto No. 086A admitió la solicitud y señaló el diecinueve (19) de 
noviembre de dos mil veintidós (2022), a las once de la mañana (11:00 a.m.), para 
llevar a cabo audiencia de conciliación a través de la plataforma Microsoft Teams.  
 

 

CONDICIONES DEL ACUERDO CONCILIATORIO:  

 
En la audiencia de conciliación el apoderado de la parte convocada señaló:  
 

“El  Comité  de  Conciliación  y  Defensa  Judicial  de  la  Superintendencia  de  
Sociedades,  en reunión celebrada el día 8 de abril de 2022 (acta No. 07-2022) 
estudió el caso del señor VICTOR ALFONSO ESTUPIÑAN PERDOMO  (CC  
11.429.923)  y  decidió  de  manera  UNÁNIME CONCILIAR las pretensiones del 
convocante (Reserva Especial del Ahorro), por valor de $6.680.792,00.  La  fórmula  
de  conciliación  es  bajo  los  siguientes  parámetros:  1.  Valor: Reconocer la suma 
de $6.680.792,00 pesos m/cte., como valor resultante de re liquidar los factores 
solicitados, para el período comprendido entre el 3 de noviembre de 2018 al 2 de 
noviembre de 2021, incluyendo allí el factor denominado reserva especial del 
ahorro, a la liquidación efectuada por la entidad y aceptada por el convocante. 2. No 
se reconocerán intereses ni indexación,  o  cualquier  otro  gasto  que  se  pretenda  
por  el  convocante,  es  decir,  sólo  se reconoce el capital conforme a la liquidación 
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realizada por la entidad. 3. Se debe tener en cuenta la prescripción trienal de las 
sumas indicadas, conforme la certificación aludida. 4. Pago:  Los  valores  antes  
señalados  serán  cancelados  dentro  de  los  60  días  siguientes  a aquél  en  el  
que  la  Jurisdicción  Contenciosa  Administrativa  apruebe  la  conciliación,  no 
generando  intereses  tampoco  en  este  lapso.  5.  Forma  de  pago:  El  pago  se  
realizará, mediante consignación en la cuenta que el funcionario tenga reportada en 
la entidad para el pago de nómina, salvo indicación en contrario del solicitante, 
comunicada a la entidad al momento  de  elevar  la  petición  de  pago, o  en  todo  
caso,  antes  de  efectuarse  el  pago respectivo” 

 
 
De lo señalado por el comité de conciliación de la entidad convocada se le corrió 
traslado a la parte convocante, quien señaló: 
 

“ (…)  
Sobre el particular, manifiesto que acepto irrevocablemente la fórmula de 
conciliación que presenta  el  Comité  de  Conciliación  a  favor  del  suscrito,  en  el  
sentido  de  reconocer la reliquidación de prestaciones por un valor único y total de 
$6.680.792” 

 

2. CONSIDERACIONES 
 
 

2.1. Competencia. 
 
Corresponde al Juzgado pronunciarse sobre aprobación o improbacion de la 
conciliación celebrada por las partes en audiencia de conciliación extrajudicial del 
19 de agosto de 2021 ante la Procuraduría Cincuenta (50) Judicial II para Asuntos 
Administrativos de conformidad con el artículo 12 del Decreto 1716 de 2009.  
 

2.2. De la conciliación Extrajudicial en asuntos de lo contencioso 
administrativo 
 
Frente a los asuntos que son susceptibles de conciliación extrajudicial en materia 
contencioso administrativo, el artículo 2 del Decreto 1716 de 2009 dispuso:  
 

“Artículo 2°. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia 
contencioso administrativa. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades 
públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los 
distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos 
de carácter particular y contenido económico de los cuales pueda conocer la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de las acciones previstas 
en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las 
normas que los sustituyan.  
 

(…)” 

 

Los requisitos que debe contener la petición de conciliación extrajudicial se 
encuentran previstos en el artículo 6 de la misma norma así: 

“Artículo 6°. Petición de conciliación extrajudicial. La petición de conciliación o 
extrajudicial podrá presentarse en forma individual o conjunta por los interesados, 
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ante el agente del Ministerio Público (reparto) correspondiente, y deberá contener 
los siguientes requisitos:  

a) La designación del funcionario a quien se dirige;  

b) La individualización de las partes y de sus representantes si fuere el caso;  

c) Los aspectos que se quieren conciliar y los hechos en que se fundamentan;  

d) Las pretensiones que formula el convocante;  

e) La indicación de la acción contencioso administrativa que se ejercería;  

f) La relación de las pruebas que se acompañan y de las que se harían valer en el 
proceso;   

g) La demostración del agotamiento de la vía gubernativa, cuando ello fuere 
necesario;  

h) La estimación razonada de la cuantía de las aspiraciones;  

i) La manifestación, bajo la gravedad del juramento, de no haber presentado 
demandas o solicitudes de conciliación con base en los mismos hechos;  

j) La indicación del lugar para que se surtan las notificaciones, el número o 
números telefónicos, número de fax y correo electrónico de las partes.  

k) La copia de la petición de conciliación previamente enviada al convocado, en la 
que conste que ha sido efectivamente recibida por el representante legal o por 
quien haga sus veces, en el evento de que sea persona jurídica, y en el caso de 
que se trate de persona natural, por ella misma o por quien esté facultado para 
representarla;  

l) La firma del apoderado del solicitante o solicitantes; (…)” 

De conformidad con el artículo 13 de la misma norma, el acta de acuerdo 
conciliatorio total o parcial adelantado ante el agente del Ministerio Público y el 
correspondiente auto aprobatorio debidamente ejecutoriado, prestarán mérito 
ejecutivo y tendrán efecto de cosa juzgada.  

Sobre los presupuestos que debe analizar el juez para impartir aprobación o 
improbar, la Sección Tercera, Subsección C, de la misma Corporación en 
Sentencia de 14 de marzo de 2016 Radicado N.º. 18001-23-31-000-2004-00422- 
01(50255) puntualizó en síntesis que, “(…) para la aprobación del acuerdo conciliatorio 
se requiere la concurrencia de una serie de presupuestos a saber: (1) que no haya 
operado la caducidad de la acción; (2) que las partes que concilian estén debidamente 
representadas, y que los representantes o conciliadores tengan capacidad o facultad para 
conciliar; (3) que verse sobre derechos económicos disponibles por las partes; (4) que lo 
reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación; y, (5) que no 
resulte abiertamente lesivo para las partes.” 

 
 
2.3. De la Reserva Especial de Ahorro como factor base de salario.  
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La Corporación Social de la Superintendencia de Sociedades –
CORPORANONIMAS-  fue creada como un establecimiento público del orden 
nacional, dotado de personería jurídica, con autonomía administrativa y patrimonio 
independiente, adscrito al Ministerio de Desarrollo Económico, la cual tuvo como 
funciones entre otras, el reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, 
económicas y médico asistenciales consagradas en las normas vigentes para los 
empleados públicos de las Superintendencias de Industria y Comercio, de 
Sociedades y de Valores (hoy Superintendencia de Industria y turismo). 
Adicionalmente se encontraba autorizada para “expedir con la aprobación del 
gobierno, reglamentos generales para la atención de las prestaciones a su cargo, 
de conformidad con las normas legales y reglamentarias” (articulo 2 y 5 del 
Decreto 2156 de 1992), uno de ellos el acuerdo No. 040 del 13 de noviembre de 
1991, que en su artículo 58 consagró el pago de la reserva especial se ahorro en 
los siguientes términos:  
 

“Artículo 58. Contribuciones el Fondo de Empleados. RESERVA ESPECIAL 
DEL AHORRO. Corporanónimas contribuirá con sus aportes al Fondo de 
Empleados de la Superintendencia y Corporanónimas, entidad con personería 
jurídica reconocida por las Superintendencia Nacional de Cooperativas. Para tal 
fin pagará mensualmente a sus afiliados forzosos una suma equivalente al 
sesenta y cinco por ciento (65%) del sueldo básico, prima de antigüedad, 
prima técnica y gastos de representación; de este porcentaje entregará 
Corporanónimas directamente al Fondo el quince por ciento (15%) previa 
deducción de la cotización que sea del caso por concepto de afiliación de los 
beneficiarios. Los afiliados forzosos contribuirán mensualmente al Fondo con el 
cinco por ciento (5%) de las asignaciones básicas mensuales fijadas por la ley.”  
(negrilla del Despacho). 

 

Posteriormente, dicha Corporación fue suprimida mediante Decreto 1695 de 1997 
dejando el pago de los beneficios económicos del régimen especial de 
prestaciones económicas de sus empleados, contenidos en los Decretos 2739 de 
1991, 2156 de 1992, 2621 de 1993, 1080 de 1996 y el Acuerdo 040 de 1991 de la 
Junta Directiva de Corporanónimas, a cargo de cada una de las 
Superintendencias respectivas.  

 
De lo anterior se concluye que, los beneficios económicos, servicios sociales y 
médico – asistenciales de los empleados de las superintendencias afiliadas a 
CORPORANONIMAS, quedaron a cargo de cada una de la superintendencia 
respecto de sus empleados. 
 
Pese a lo anterior, la superintendencia había excluido la reserva especial de 
ahorro al momento de realizar la liquidación y pago por concepto de PRIMA DE 
ACTIVIDAD, BONIFICACION POR RECREACION, VIATICOS Y HORAS 
EXTRAS.   
 
Sobre le reserva especial de ahorro como base del salario el Consejo de Estado 
en sentencia del 30 de enero de 1997 al respecto señaló: 

 
“(...) Uno de los factores salariales que debe tenerse en cuenta para liquidar las 
indemnizaciones o bonificaciones sería la "asignación básica mensual". Pues bien, 
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es evidente que los empleados de la Superintendencia de Sociedades perciben un 

salario mensual a través de dos partidas principales, una reconocida y pagada 

por la propia entidad y otra del 65% adicional a cargo de Corporanónimas. En 

efecto, cada mes la entidad les cancela su asignación básica y la corporación 

65% de esa suma, adicionalmente; esto es, que en realidad la asignación 

mensual, fuera de otros factores que pueden concurrir en ella, es el total de lo 

reconocido por los dos organismos. 

 
La aparente antinomia del decreto 2155 de 1992 al utilizar la expresión salario 
promedio del último año y luego determinar unos factores salariales dentro de los 
cuales no aparece ese rubro, no puede alterar la verdad de que la asignación básica 
mensual del empleado cubre los dos pagos ya relacionados. Por tanto, es 
incuestionable que el 65% del salario básico mensual reconocido por 
Corporanónimas debió incluirse para los fines del reconocimiento y pago de las 
indemnizaciones o bonificaciones. 
 
La corporación ha basado su defensa en la premisa de que ese porcentaje es una 
prestación y no concretamente salario; empero, es ostensible que no se trata de un 
complemento para el empleado o su familia, sino de una retribución directa de sus 
servicios.” (Resaltado fuera de texto) 
 

En cuanto a la naturaleza de la Reserva Especial de ahorro en providencia del 26 
de marzo de 1998 el Consejo de Estado señaló:  

 
“(...) Como lo ha planteado la Corporación en numerosas oportunidades, tal 
como lo precisa el artículo 127 del C.S.T. “Constituye salario no solo la 
remuneración fija u ordinaria, sino todo lo que recibe el trabajador en dinero o 
en especie y que implique retribución de servicios, sea cualquiera la 
denominación que se adopte…” 
 
Significa lo anterior que no obstante el 65% del salario se haya denominado 
reserva especial de ahorro, como no se ha probado que el pago de esta suma 
tenga causa distinta a la del servicio que presta el funcionario e 
indudablemente es factor salarial, “forzoso es concluir que se trata de salario 
y no de una prestación social a título de complemento para satisfacer las 
necesidades del empleado o su familia; es decir, forma parte de la asignación 
mensual que devengaba la actora”, como se sostuvo en la aludida 
providencia del 31 de julio de 1997. 

En consecuencia, constituyendo salario ese 65% pagado mensualmente al 
funcionario por CORPORANÓMINAS, ha debido tenérsele en cuenta para 
liquidarle la bonificación, ya que equivale a asignación básica mensual. 

No de otra manera debe entenderse dicho pago, pues de no ser así 
significaría que se está recibiendo a título de mera liberalidad y ello no puede 
efectuarse con fondos del tesoro público” (Resaltado fuera de texto)1”. 

 

En el mismo sentido, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en fallos 
recientes se ha pronunciado sobre el tema en los siguientes términos: 

 

 
1Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia 26 de marzo de 1998. Consejero Ponente, Nicolás Pájaro Peñaranda, 
Expediente 13.910, actor Alfredo Elías Ramos Flórez. 
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“Por lo anterior y de acuerdo con lo señalado en el H. Consejo de Estado, la reserva 
especial de ahorro hace parte de la asignación básica mensual, motivo por el cual 
debe ser tenida en cuenta al momento de liquidar la prima de actividad y la 
bonificación especial por recreación”2. 

 

Teniendo en cuenta la normatividad y Jurisprudencia citada anteriormente, se 
concluye que la reserva especial de ahorro que devengan los servidores públicos 
de la Superintendencia de Sociedades, pese a su denominación, hace parte de su 
asignación básica y por consiguiente debe tenerse en cuenta para realizar la 
respectiva reliquidación de las prestaciones sociales, a saber, PRIMA DE 
ACTIVIDAD, BONFICIACION POR RECREACION y VIATICOS.  
 
Ahora bien, respecto de las prestaciones sociales objeto de la reliquidación, el 
artículo 44 del Acuerdo No. 040 de 1991, proferido por la Junta Directiva de la 
Corporación Social de la Superintendencia de Sociedades, dispuso: 
 

“ARTICULO 44. PRIMA DE ACTIVIDAD. Los afiliados forzosos que hayan 
laborado durante un año continuo en la Superintendencia de Sociedades o en 
Corporanónimas, tendrán derecho al reconocimiento de una Prima de Actividad 
en cuantía equivalente a quince (15) días de sueldo básico mensual, que 
perciba a la fecha en que cumpla el año de servicios. Esta prima se pagará 
cuando el interesado acredite que se ha autorizado el disfrute de vacaciones o 
su compensación de dinero.  

 

En lo concerniente a la bonificación por recreación el artículo 3° del Decreto 451 
de 1984, determinó: 

 
“ARTICULO 3o. Los empleados que adquieran el derecho a las vacaciones e inicien 
el disfrute de las mismas, dentro del año civil de su causación, tendrán derecho a 
una bonificación especial de recreación en cuantía equivalente a dos (2) días de la 
asignación básica mensual que les corresponda en el momento de causarlas.  
 
El valor de la bonificación no se tendrá en cuenta para la liquidación de las 
prestaciones sociales y se pagará dentro de los cinco (5) días hábiles anteriores a la 
fecha señalada para la iniciación del disfrute de las vacaciones. (…)”. 
 

Y respecto de los viáticos, tal como lo contempla el artículo 62 del Decreto 1042 
de 1978, estos se fijan según la remuneración mensual que corresponda al 
empleo del funcionario que deba viajar en comisión, la naturaleza de los asuntos 
que le sean confiados y el lugar donde debe llevarse a cabo la labor, dentro de los 
parámetros fijados en cada caso por el legislador. 
 
 

3. TRÁMITE JUDICIAL. 
 

Teniendo en cuenta que la entidad puede conciliar sobre asuntos de carácter 
particular y contenido económico de que conozca esta jurisdicción, procede el 
Despacho a analizar el contenido de la presente conciliación extrajudicial, y las 
pruebas allegadas al expediente, para establecer si el acuerdo logrado por las 

 
2 Sentencia del 2 de diciembre de 2010, Sección Segunda, Subsección D, Magistrado: Luís Alberto Álvarez Parra.  
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partes se ajusta al ordenamiento jurídico, así: 
 

3.1. Acuerdo conciliatorio sobre acciones o derechos económicos 
disponibles por las partes. En el presente asunto se pretende la reliquidación y 
pago de la PRIMA DE ACTIVIDAD, BONIFICACIÓN POR RECREACIÓN. Así las 
cosas, no se están menoscabando los derechos ciertos e indiscutibles, así como 
los derechos mínimos e intransigibles. 
 

3.2. Representación y poder para conciliar. se verifica que las partes están 
debidamente representadas y facultadas para conciliar, dado que el convocante 
VICTOR ALFONSO ESTUPIÑAN PERDOMO identificado con C.C. N° 11.429.923 
y T.P N° 53437 del C. S. de la J actúa en causa propia y la convocada está 
representada por la abogada CONSUELO VEGA MERCHÁN, con C.C. N.º 
63.305.358 y T.P. N.º. 43.267 del C. S. de la J, a quienes se les reconoció 
personería en la audiencia de conciliación, ambos poderes con facultad expresa 
para conciliar.   
 

3.3. Soportes del alcance del contenido patrimonial del acuerdo. Aparecen 
igualmente en el expediente las siguientes pruebas: 

 Constancia de radicación de la solicitud de conciliación de fecha 24 de 
marzo de 2022 (fl 2) 

 Copia de la petición elevada por el convocante (fl 18 – 19) 
 Copia de la Respuesta dada por la Superintendencia de Sociedades (fl 20-

21) 
 Certificado laboral expedida por Talento Humano 2021-01-708858 (fs.22-

23)  
 Escrito a través del cual el convocante acepta la liquidación presentada por 

la convocada (fl 24) 
 Copia de la cedula de ciudadanía y tarjeta profesional del convocante (fl 25 

– 26) 
 Auto N° 086 que inadmitió la conciliación (fl 27 – 31) 
 Subsanación de la solicitud de conciliación (fl 32 – 37) 
 Constancia de envío de la solicitud de conciliación a la Superintendencia de 

Sociedades y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado (Fls 38-
40)   

 Copia del Auto N° 086 A del 21 de junio de 2022.(fl 41 – 43)  
 Copia del Acta 7 de 2022 del comité de conciliación y defensa judicial de la 

Superintendencia de Sociedades de fecha 8 de abril de 2022. (Fls 50 – 58) 
 Poder conferido a la abogada Consuelo Vega Merchán apoderada de la 

Convocada (fl 60 - 61)  
 Copia de Certificación expedida por el comité de conciliación y defensa 

judicial de la Superintendencia de Sociedades (fl 108) 
 Acta de conciliación extrajudicial de fecha 19 de agosto de 2021 expedido 

por la Procuraduría 50 Judicial II para Asuntos Administrativos. (f. 109 - 
114). 

 
3.4. El acuerdo no resulta lesivo para el patrimonio público. De las pruebas 
aportadas al expediente y del análisis de los fundamentos jurídicos que originan el 
derecho objeto de la aludida conciliación, se advierte que, el acuerdo logrado entre 
las partes no lesiona el patrimonio público, habida cuenta que versó sobre el 
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derecho que tienen los servidores públicos que en el caso subexamine actúan 
como parte actora, a que la PRIMA DE ACTIVIDAD y la BONIFICACIÓN POR 
RECREACIÓN, que perciben como funcionarios de la Superintendencia de 
Sociedades, sean reliquidados y pagados teniendo en cuenta la asignación básica 
y la reserva especial del ahorro.  
 

El Acta de audiencia de conciliación extrajudicial del 19 de agosto de 2022 
celebrada ante la Procuraduría 50 Judicial II Para Asuntos Administrativos, 
contiene una obligación clara, expresa y exigible, y de conformidad con las 
pruebas allegadas al expediente, este Despacho considera procedente impartirle 
aprobación, dada la naturaleza de la prestación solicitada, esto es, la reliquidación 
y pago la de prima de actividad, bonificación por recreación, teniendo en cuenta la 
reserva especial de ahorro como factor salarial, que una vez liquidado en debida 
forma arroja un total de SEIS MILLONES SEISCIENTOS OCHENTA MIL 

SETECIENTOS NOVENTA Y DOS PESOS M/CTE ($6.680.792), a favor de la 
parte convocante y a cargo de la parte convocada, acorde con los soportes 
obrantes en el expediente. 
 

Conforme lo expuesto, el Despacho encuentra que en el presente asunto se 
reúnen los requisitos necesarios que hacen viable la aprobación del acuerdo 
conciliatorio logrado entre las partes, por tanto, resulta procedente impartirle 
aprobación a la conciliación extrajudicial, celebrada el 19 de agosto de 2022 por la 
SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES y VÍCTOR ALFONSO ESTUPIÑÁN 
PERDOMO ante la Procuraduría 50 Judicial II para Asuntos Administrativos. 
 

Por lo expuesto, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C., administrando justica 
en nombre de la República y por autoridad de la ley,        
 
 

R E S U E L V E: 
 
PRIMERO: APROBAR la conciliación extrajudicial celebrada el 19 de agosto de 
2022 ante la Procuraduría 50 Judicial II Para Asuntos Administrativos, entre la 
SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES y VICTOR ALFONSO ESTUPIÑÁN 
PERDOMO, identificado con la cédula de ciudadanía No. 11.429.923, por las 
razones expuestas.  
 

SEGUNDO: En consecuencia, la SUPERINTENDENCIA DE DE SOCIEDADES 
deberá cancelar al señor VÍCTOR ALFONSO ESTUPIÑÁN PERDOMO, 
identificado con la cédula de ciudadanía No 11.429.923, la suma de SEIS 
MILLONES SEISCIENTOS OCHENTA MIL SETECIENTOS NOVENTA Y DOS 

PESOS M/CTE ($6.680.792) 
 
TERCERO: DECLARAR que esta conciliación hace tránsito a cosa juzgada; y por 
tanto terminado el proceso.  
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CUARTO: EXPEDIR copias de la documentación respectiva con destino a las 
partes, teniendo en cuenta las precisiones del artículo 114 del C.G.P. 
 
QUINTO: En firme ésta providencia archívese el expediente.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 

 

CLM. 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 
Bogotá D.C., seis (6) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

 

Ha venido el expediente de la referencia con providencia proferida el 8 de julio de 

2022 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección 

“E”, en la cual resolvió confirmar la providencia de 1 de marzo de 2022, dictada por 

este Despacho y condenó en costas a la parte demandante. 

De otro lado, revisada la liquidación de costas efectuada por la Secretaría del 

Despacho, y conforme lo autoriza el artículo 366 del CGP, se procederá a su 

aprobación, el Despacho: 

DISPONE: 

1. OBEDÉZCASE y CÚMPLASE la sentencia proferida el 22 de julio de 2022 por el 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección “E”, que 

confirmó la sentencia proferida por este Juzgado el 1 de marzo de 2022 y condenó en 

costas a la parte demandante. 

2. APROBAR la liquidación de costas del proceso realizada por la Secretaría de este 

Estrado Judicial, que asciende al valor de DOSCIENTOS MIL PESOS ($200.000). 

3. Ejecutoriado este auto, dispóngase el trámite procesal pertinente.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 

 

CLM. 

 

 

PROCESO: 11001-33-35-025-2020-00380-00 
DEMANDANTE: ERNESTO JOSÉ JIMÉNEZ RODRÍGUEZ  
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 

– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIOR Y FIDUCIARIA LA 
PREVISORA S.A. 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 
Bogotá D.C., seis (6) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

 

Ha venido el expediente de la referencia con providencia proferida el 22 de julio de 
2022 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección 

“E”, en la cual resolvió confirmar la providencia de 21 de septiembre de 2021, 

dictada por este Despacho y condenó en costas a la parte demandante. 

De otro lado, revisada la liquidación de costas efectuada por la Secretaría del 

Despacho, y conforme lo autoriza el artículo 366 del CGP, se procederá a su 

aprobación, el Despacho: 

DISPONE: 

1. OBEDÉZCASE y CÚMPLASE la sentencia proferida el 22 de julio de 2022 por el 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección “E”, que 

confirmó la sentencia proferida por este Juzgado el 21 de septiembre de 2021 y 

condenó en costas a la parte demandante. 

2. APROBAR la liquidación de costas del proceso realizada por la Secretaría de este 

Estrado Judicial, que asciende al valor de DOSCIENTOS MIL PESOS ($200.000). 

3. Ejecutoriado este auto, dispóngase el trámite procesal pertinente. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 

 

MAM 

 

 

PROCESO: 11001-33-35-025-2021-00252-00 
DEMANDANTE: MARTHA CECILIA BUITRAGO MORENO 
DEMANDADO: BOGOTÁ, D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 

DISTRITAL 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 
Bogotá D.C., seis (6) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

 

Ha venido el expediente de la referencia con providencia proferida el 22 de julio de 

2022 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección 

“E”, en la cual resolvió confirmar la providencia de 21 de septiembre de 2021, dictada 

por este Despacho y condenó en costas a la parte demandante. 

De otro lado, revisada la liquidación de costas efectuada por la Secretaría del 

Despacho, y conforme lo autoriza el artículo 366 del CGP, se procederá a su 

aprobación, el Despacho: 

DISPONE: 

1. OBEDÉZCASE y CÚMPLASE la sentencia proferida el 22 de julio de 2022 por el 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección “E”, que 

confirmó la sentencia proferida por este Juzgado el 21 de septiembre de 2021 y 

condenó en costas a la parte demandante. 

2. APROBAR la liquidación de costas del proceso realizada por la Secretaría de este 

Estrado Judicial, que asciende al valor de DOSCIENTOS MIL PESOS ($200.000). 

3. Ejecutoriado este auto, dispóngase el trámite procesal pertinente.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 

 

CLM. 

 

 

PROCESO: 11001-33-35-025-2021-00271-00 
DEMANDANTE: MARTHA MARIELA BEJARANO RIVEROS 
DEMANDADO: BOGOTÁ, D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 

DISTRITAL 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 
Bogotá D.C., seis (6) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

 

Ha venido el expediente de la referencia con providencia proferida el 6 de junio de 

2022 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección 

“B”, en la cual resolvió confirmar parcialmente la providencia de 3 de agosto de 2021, 

dictada por este Despacho. 

En tal virtud, de acuerdo con el artículo 329 del CGP, la Resolución núm. 4179 de 

2019 expedida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y el numeral 6 de 

la Circular DEAJC19-43 de 11 de junio de 2019, y con el fin de imprimir el impulso 

procesal que corresponde y agotar las actuaciones que corresponden al particular. 

DISPONE: 

1. OBEDÉZCASE y CÚMPLASE la sentencia proferida el 6 de junio de 2022 por el 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección “B”, que 

confirmó parcialmente la sentencia proferida por este Juzgado el 3 de agosto de 2021. 

2. ORDENAR a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial – División de 
Fondos Especiales y Cobro Coactivos, devolver la suma de TREINTA Y CINCO 
MIL PESOS M/CTE ($35.000), por concepto de remanentes de los gastos 
ordinarios del proceso, a favor de la parte actora.  

3. Por Secretaría del Despacho expídanse las copias que correspondan, a favor del 

interesado. 

 

4. Libradas las copias de que trata el numeral anterior, estas reposarán en la 

Secretaría para ser entregadas; no obstante, sin atención del retiro o no de aquellas, 

se procederá al archivo del expediente, previas las constancias de rigor. 

 

 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2019-00236-00 
DEMANDANTE: VIVIANA LISBETH PASTRANA GARZÓN  

DEMANDADO(A): 
SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD 
CENTRO ORIENTE E.S.E. 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO 



N.R.D. 2019-00236-00 

Demandante: VIBIANA LISBETH PASTRANA GARZÓN   
Demandada: SUBRED CENTRO ORIENTE E.S.E.  

 

Página 2 de 2 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 

 

CLM. 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 
 

 
Por reunir los requisitos legales establecidos en los artículos 155 ss., 162 ss., del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
(CPACA) y de conformidad con lo previsto en el artículo 171, este Despacho 
ADMITE LA DEMANDA interpuesta por JOSE GUSTAVO CAROLINA GUZMAN 
en contra de la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN    NACIONAL– FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES   SOCIALES DEL MAGISTERIO- DISTRITO 
CAPITAL DE BOGOTÁ- SECRETARIA DE EDUCACION DISTRITAL. De oficio, 
se ordena vincular a la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. En tal virtud, dispone: 
  
1. Notificar personalmente al representante legal de  NACIÓN- MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN    NACIONAL– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES DEL MAGISTERIO- DISTRITO CAPITAL DE BOGOTÁ- 
SECRETARIA DE EDUCACION DISTRITAL Y FIDUCIARIA LA PREVISORA 
S.A y/o su delegado, remitiendo mediante correo electrónico o mensaje de 
datos a las direcciones electrónicas destinadas para recibir notificaciones 
judiciales copia del auto admisorio de la demanda atendiendo lo previsto el 
numeral 8 del artículo 162 del C.P.A.C.A modificado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 25 de enero de 2021 y  artículos 197 y 198 del Código de 
Procedimiento Administrativo, modificados por la Ley 2080 de 25 de enero de 
2021. 

 
2. Notificar Personalmente al MINISTERIO PUBLICO, copia del auto admisorio 

de la demanda, demanda y sus anexos, de conformidad con el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021, que modifico la Ley 1437 de 2011. 
 

3. Comuníquese este auto en conjunto con la demanda y sus anexos a la 
AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO, en virtud de 
lo preceptuado en el inciso final del artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero 
de 2021 que modificó el artículo 199 del Código de Procedimiento 
Administrativo, el cual señala que esta entidad únicamente interviene por los 
intereses litigiosos establecidos en el Decreto 4085 de 2011, sin que por tal 
acción se le considere como sujeto procesal en el trámite de la referencia. 

 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-0315-00 
DEMANDANTE JOSE GUSTAVO CAROLINA GUZMAN  
DEMANDADO NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN    

NACIONAL– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES DEL MAGISTERIO- DISTRITO CAPITAL 
DE BOGOTÁ- SECRETARIA DE EDUCACION 
DISTRITAL Y FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2022-0315-00 
Demandante: José Gustavo Carlina Guzmán 

Demandada: NACIÓN – MIN. EDUCACIÓN y OTROS 
 

 

 

4. De conformidad con lo previsto en el inciso 4° del artículo 48 de la Ley 2080 de 
25 de enero de 2021 que modificó el artículo 199 del C.P.A.C.A, córrase 
traslado a los demandados, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de 
Defensa Jurídica, por el término de treinta (30) días, para los efectos del 
artículo 172 de la Ley 1437 de 2011, término que comenzará a correr de 
acuerdo con el inciso cuarto del articulo 199, es decir después de dos (2) días 
hábiles siguientes al día en que fueron enviados los mensajes de datos 
constitutivos de la notificación personal. 

 
5. PREVENIR a las partes y a sus apoderados, que es deber de los sujetos 

procesales suministrar al Despacho y a los demás sujetos procesales e 
intervinientes, el canal digital para que a través de este se surtan todas las 
actuaciones y notificaciones del proceso o trámite de conformidad con lo 
establecido en el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021, que modificó el artículo 
186 de la Ley 1437 de 2011. Así mismo, darán cumplimiento al deber 
establecido en el numeral 14 del artículo 78 del Código General del 
Proceso. 

 
6. Se advierte que no se fijarán gastos procesales en este momento procesal, no 

obstante, de requerirse la instancia fijará tales expensas en providencia 
posterior. 
 

7. PREVENIR a la parte demandante que, deberá aportar todas las 
documentales que se encuentren en su poder en los términos del numeral 5 
del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011. 

 
8. Tener como apoderado(a) de la parte demandante al(a) abogado(a) SAMARA 

ALEJANDRA ZAMBRANO VILLADA identificado(a) con la Cédula de 
Ciudadanía No. 1.020.757.608 y portador(a) de la Tarjeta Profesional No. 
289231 del H. Consejo Superior de la Judicatura (fs. 63-64 carpeta 001), del 
expediente digital. 

 
9. Se advierte a la(a) entidad(es) demandada(s) que, de conformidad con lo 

dispuesto en el parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), deberá(n) aportar 
con la contestación de la demanda el expediente administrativo que contenga 
los antecedentes de la actuación objeto del proceso. La inobservancia de este 
deber constituye falta disciplinaria gravísima del(os) funcionario(s) 
encargado(s) del asunto. Vencido el término de traslado, si no se allegaren los 
antecedentes administrativos, por Secretaría requiérase, por una sola vez, a 
la(s) accionada(s) para que en forma inmediata envíe(n) la mencionada 
documentación, so pena de compulsar copias a la instancia disciplinaria 
respectiva. 

 
10. por secretaria del Juzgado, OFÍCIESE a la FIDUPREVISORA S.A, para que 

allegue con destino a este Despacho, con ocasión del reconocimiento del pago 
de cesantías de JOSE GUSTAVO CAROLINA GUZMAN identificado con 
cedula de ciudadanía 79.518.635: 



N.R.D. 2022-0315-00 
Demandante: José Gustavo Carlina Guzmán 

Demandada: NACIÓN – MIN. EDUCACIÓN y OTROS 
 

 

 

 

 Certificación de la fecha de consignación de las cesantías y los intereses a 
las cesantías del año 2020. 
 

 Fecha en que la Fiduciaria impartió aprobación o desaprobación del 
proyecto, y remitió a la entidad territorial la decisión adoptada, a través de la 
plataforma dispuesta para tal fin, el año 2020.  

 
11. por secretaria del Juzgado, OFÍCIESE a la SECRETARIA DE EDUCACION 

DE BOGOTÁ, para que allegue con destino a este Despacho, con ocasión del 
reconocimiento del pago de cesantías de JOSE GUSTAVO CAROLINA GUZMAN 
identificado con cedula de ciudadanía 79.518.635: 
 

 Resolución que ordenó el reconocimiento de las cesantías anuales del 
2020. 

 Fecha en que elaboró, subió y remitió a través de la plataforma dispuesta 
para tal fin el proyecto de acto administrativo debidamente digitalizado con 
su respectivo expediente para que fuera revisado por la fiduciaria, para 
cada uno de los años solicitados en la demanda, esto es, 2020. 

 Fecha en que la Secretaría subió y remitió el acto administrativo a la 
Fiduciaria, a través de la plataforma empleada para tal fin, para cada uno de 
los años solicitados en la demanda, esto es, 2020. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 
 

 

Por reunir los requisitos legales establecidos en los artículos 155 ss., 162 ss., del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

(CPACA) y de conformidad con lo previsto en el artículo 171, este Despacho 

ADMITE LA DEMANDA interpuesta por JESSICA ALEJANDRA FUQUEN 
SOTELO en contra de la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD 
SUR E.S.E. 
 
En tal virtud, dispone: 

  
1. Notificar personalmente al representante legal de SUBRED INTEGRADA DE 

SERVICIOS DE SALUD SUR E.S.E. y/o su delegado, remitiendo mediante 

correo electrónico o mensaje de datos a las direcciones electrónicas 

destinadas para recibir notificaciones judiciales copia del auto admisorio de la 

demanda atendiendo lo previsto el numeral 8 del artículo 162 del C.P.A.C.A 

modificado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021 y  

artículos 197 y 198 del Código de Procedimiento Administrativo, modificados 

por la Ley 2080 de 25 de enero de 2021. 

 

2. Notificar Personalmente al MINISTERIO PUBLICO, copia del auto admisorio 

de la demanda, demanda y sus anexos, de conformidad con el artículo 48 de la 

Ley 2080 de 2021, que modifico la Ley 1437 de 2011. 

 

3. Comuníquese este auto en conjunto con la demanda y sus anexos a la 

AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO, en virtud de 

lo preceptuado en el inciso final del artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero 

de 2021 que modificó el artículo 199 del Código de Procedimiento 

Administrativo, el cual señala que esta entidad únicamente interviene por los 

intereses litigiosos establecidos en el Decreto 4085 de 2011, sin que por tal 

acción se le considere como sujeto procesal en el trámite de la referencia. 

 

4. De conformidad con lo previsto en el inciso 4° del artículo 48 de la Ley 2080 de 

25 de enero de 2021 que modificó el artículo 199 del C.P.A.C.A, córrase 

traslado a los demandados, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica, por el término de treinta (30) días, para los efectos del 

artículo 172 de la Ley 1437 de 2011, término que comenzará a correr de 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00325-00 
DEMANDANTE JESSICA ALEJANDRA FUQUEN SOTELO 
DEMANDADO SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD 

SUR E.S.E 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2022-0325-00 
Demandante: Jessica Alejandra Fuquen Sotelo 

Demandada: Subred Sur E.S.E 
 

 

 

acuerdo con el inciso cuarto del articulo 199, es decir después de dos (2) días 

hábiles siguientes al día en que fueron enviados los mensajes de datos 

constitutivos de la notificación personal. 

 

5. PREVENIR a las partes y a sus apoderados, que es deber de los sujetos 

procesales suministrar al Despacho y a los demás sujetos procesales e 

intervinientes, el canal digital para que a través de este se surtan todas las 

actuaciones y notificaciones del proceso o trámite de conformidad con lo 

establecido en el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021, que modificó el artículo 

186 de la Ley 1437 de 2011. Así mismo, darán cumplimiento al deber 
establecido en el numeral 14 del artículo 78 del Código General del 
Proceso. 

 

6. Se advierte que no se fijarán gastos procesales en este momento procesal, no 

obstante, de requerirse la instancia fijará tales expensas en providencia 

posterior. 
 

7. PREVENIR a la parte demandante que, deberá aportar todas las 
documentales que se encuentren en su poder en los términos del numeral 5 

del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011. 

 

8. Tener como apoderado(a) de la parte demandante al(a) abogado(a) JAZMIN 
ALVARADO GONZÁLEZ, identificado(a) con la Cédula de Ciudadanía No. 

52.987.262 y portador(a) de la Tarjeta Profesional No. 352.210 del H. Consejo 

Superior de la Judicatura (fs. 21-28 carpeta 002), del expediente digital. 

 

9. Se advierte a la(a) entidad(es) demandada(s) que, de conformidad con lo 

dispuesto en el parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), deberá(n) aportar 

con la contestación de la demanda el expediente administrativo que contenga 

los antecedentes de la actuación objeto del proceso. La inobservancia de este 

deber constituye falta disciplinaria gravísima del(os) funcionario(s) 

encargado(s) del asunto. Vencido el término de traslado, si no se allegaren los 

antecedentes administrativos, por Secretaría requiérase, por una sola vez, a 

la(s) accionada(s) para que en forma inmediata envíe(n) la mencionada 

documentación, so pena de compulsar copias a la instancia disciplinaria 

respectiva. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 
 

 
OBEDÉZCASE Y CÚMPLASE lo resuelto por la Sección Segunda- Subsección “B” 

del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en auto de 10 de marzo de 2022, que 

confirmó el auto de 7 de noviembre de 2019, proferido por este despacho, admitió 
parcialmente la demanda.  
 

Por las razones expuestas, una vez ejecutoriado el presente auto, por secretaría 

dese cumplimiento a lo ordenado en providencia de 7 de noviembre de 2019.   
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

   

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 

 
 MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 
 

 

Visto el informe secretarial y antes de pronunciarse sobre la admisión de la 

demanda y las pruebas aportadas al plenario, se requiere a la DEMANDANTE a 

fin de que en el término máximo de diez (10) días siguientes a la notificación de la 

presente providencia, allegue con destino a este proceso la siguiente 

documentación:  

 

- Apórtese certificación en la que se indique cual fue el último lugar de 

prestación de servicios del demandante. 

 

- Aportar copia de la constancia de notificación de la Resolución No. 4466 
de 27 de octubre de 2021, por medio del cual se retiró el servicio al señor 

José Enrique Rangel Farfán.  

 

La anterior documentación se requiere con el fin de determinar la competencia de 

este Despacho, teniendo en cuenta que de las pruebas que obran en el plenario 

no es posible determinarlo.   

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA – ORAL 
 

Bogotá D.C., seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 
 

Expediente:  11001-33-35-025-2018-0352-00 
Demandante:  JOSÉ ÁLVARO MÉNDEZ 
Demandada:   SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD 

CENTRO ORIENTE E.S.E 
Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

Ha venido el expediente de la referencia con providencia proferida el 24 de junio de 
2022 por la Sección Segunda- Subsección “E” del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, en la cual resolvió modificar la sentencia de 26 de febrero de 2020, 
dictada por ese Despacho. 

En tal virtud, de acuerdo con el artículo 329 del CGP, la Resolución núm. 4179 de 

2019 expedida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y el numeral 6 de 

la Circular DEAJC19-43 de 11 de junio de 2019, y con el fin de imprimir el impulso 

procesal que corresponde y agotar las actuaciones que corresponden al particular. 

DISPONE: 

1. OBEDÉZCASE y CÚMPLASE la sentencia proferida el 24 de junio de 2022 por el 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que Modificó la sentencia proferida por este 

Juzgado el 26 de febrero de 202o. 

2. No hay lugar a la devolución por concepto de remanentes de gastos ordinarios del 

proceso.  

3. Por Secretaría del Despacho expídanse las copias que correspondan, a favor del 

interesado. 

4. Libradas las copias de que trata el numeral anterior, estas reposarán en la 

Secretaría para ser entregadas; no obstante, sin atención del retiro o no de aquellas, 

se procederá al archivo del expediente, previas las constancias de rigor. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 

 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., Seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 
 

 

Cumplido el traslado que dispone el inciso 2 del artículo 233 de la Ley 1437 de 

2011, ingresa el proceso al Despacho para proveer sobre el decreto de la medida 

cautelar.  

I. ANTECEDENTES. 
 
La señora Mabel del Rosario Rangel Rodríguez, presentó demanda dentro del 

medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, contra el Servicio 
Nacional de Aprendizaje- Sena y la Comisión Nacional del Servicio Civil-
CNSC, por medio del cual solicita del despacho, se ordene a las accionadas a 

efectuar su nombramiento en periodo de prueba en uno de los cargos declarados 

desiertos o no ofertados que presenten similitud funcional o sean equivalentes al 

cargo al cual se presentó en la convocatoria 436 de 2017.  

 

En el archivo 001 del cuaderno de medidas cautelares, se evidencia que la parte 

demandante solicitó las siguientes: 

 

“1. Suspender provisionalmente el Acuerdo No. 20171000000116 del 24 de 

julio de 2017, por medio del cual se convocó a proceso de selección - 

Convocatoria 436 de 2017 - para proveer definitivamente por concurso abierto 

de méritos, los empleos vacantes pertenecientes al Sistema General de 

Carrera Administrativa del Servicio Nacional de Aprendizaje - SENA.  

 

2. Suspender provisionalmente cualquier nombramiento provisional o 

nombramiento en encargo en todo empleo con la denominación de OPEC No 

59384, con la denominación Instructor, código 3010, grado 1. 

 

3. Como medida cautelar preventiva ordenar que el SENA produzca el 

nombramiento en periodo de prueba o provisional o temporal de MABEL DEL 

ROSARIO RANGEL RODRIGUEZ en un cargo con la denominación de 

Instructor, como quiera que desde antes de vencer la Lista de elegibles del 

demandante han existido los cargos y era un deber de la entidad hacer el uso 

de lista de elegibles y no una potestad. 

 

Mediante auto de primero (1) de agosto de 2022, este Despacho corrió traslado a 

las demandadas de la medida cautelar solicitada por la parte actora, por el término 

de cinco (5) días de conformidad al artículo 233 de la ley 1437 de 2011. No 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00198-00 
DEMANDANTE MABEL DEL ROSARIO RANGEL RODRÍGUEZ 
DEMANDADO SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE- SENA y la 

COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL-CNSC 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2022-00198-00 
Demandante: Mabel del Rosario Rangel Rodríguez 

Demandada: CNSC 
 
 

 

obstante, la demandada, Servicio Nacional de Aprendizaje- Sena, no descorrió el 

traslado de la medida cautelar.  

 

II. DE LA SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR. 
 

La parte demandante solicitó la suspensión provisional, bajo los siguientes 

supuestos fácticos:  

 

1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. Este requisito se 

cumple mediante el presente medio de control, además de la indemnización que 

deben reconocer las demandadas por omitir de manera injustificada su deber 

legal de proveer los cargos vacantes que se presenten al interior del SENA 

mediante la lista o listas de elegibles que emitió la CNSC, lista de elegibles en la 

cual figura mi representada. Obsérvese que los fundamentos de la demanda se 

ajustan a los mandatos legales y constitucionales analizados en los hechos del 

libelo demandatorio.  

 

2. Que el demandante haya demostrado, aunque sea sumariamente, la 

titularidad del derecho o de los derechos invocados. Esta titularidad se acredita 

mediante la inclusión de mi representada en la lista de elegibles en que figura 

para el cargo en el cual se demanda su nombramiento.  

 

3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, 

argumentos y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de 

ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el interés público 

negar la medida cautelar que concederla. Estos requisitos se cumplen con los 

anexos de la demanda en donde se desprende que previo a la presentación del 

medio de control, se solicitó a las demandadas la remisión de la lista de elegibles 

a la CNSC en donde figura mí representada, a fin de ser nombrada en el SENA 

sin que las demandadas procedieran de conformidad. Adicionalmente se solicitó 

la vigencia individual de la lista recompuesta de elegibles de mí representada, lo 

cual fue negado por las demandadas, al igual que se acreditó la existencia de 

vacantes que deberían ser ocupadas por mi representada y que en la actualidad 

ejercen personas que no figuran en lista de elegibles.  

 

4. Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable. Este 

requisito se cumple, pues a pesar de existir vacantes que debería suplir mi 

representada conforme la lista de elegibles en la cual figura, estas se pueden 

agotar ante la negativa de las demandadas en realizar el nombramiento de mi 

representada en el cargo en el cual figura en lista de elegibles, perdiendo de esta 

manera la oportunidad de acceder a un empleo público. 

 

5. Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida los 

efectos de la sentencia serían nugatorios. Por las mismas razones anotadas, 

ante el eventual agotamiento de plazas, mi representada perdería la oportunidad 

de acceder al empleo público para el cual concursó y figura en lista de elegibles. 

 
 
 
 
 
 



N.R.D. 2022-00198-00 
Demandante: Mabel del Rosario Rangel Rodríguez 

Demandada: CNSC 
 
 

 

III. DEL TRASLADO DE LA MEDIDA CAUTELAR. 
 
Se observa que el Despacho por medio de auto de primero (1) de agosto de 2022, 

corrió traslado a las demandadas de la medida cautelar solicitada, por el término 

de cinco (5) días de conformidad al artículo 233 de la ley 1437 de 2011. 

 

De lo obrante en el expediente, se evidencia que la Comisión Nacional del 
Servicio Civil- CNSC, descorrió el traslado de la medida cautelar solicitada en el 

libelo demandatorio, solicitando del despacho se niegue la medida cautelar por las 

siguientes razones:  

 

Así, resulta claro que las listas de elegibles generan un derecho adquirido a los 

elegibles que, al someterse a un riguroso proceso de selección, ocupan una 

posición meritoria y consecuencia de su ejercicio, deben ser nombrados en los 

empleos por los cuales concursaron con base en el número de vacantes 

ofertadas por empleo. A diferencia, los elegibles que en razón a su puntaje no 

obtuvieron la posición meritoria, a quienes solo le asiste una expectativa frente 

al posible uso de Listas de Elegibles para la provisión de dicho empleo, en caso 

de presentarse una de las causales establecidas para ello, situación que para 

el caso que nos atañe no aconteció.  

 

Precisado lo anterior y descendiendo al particular, se debe señalar que 

comoquiera que para el empleo en mención se ofertaron tres (03) vacante(s), 

los elegibles que adquirieron el derecho a ser nombrados en período de 

prueba, fueron los aspirantes que ocupan la posición 1 a la 3 en la precitada 

Lista de Elegibles. Como se evidencia, se reitera, la parte accionante ocupó la 

posición No. 4 en la lista, razón por la cual, no era procedente realizar su 

nombramiento, pues queda claro que no ocupó una posición meritoria en 

cuanto al número de vacantes ofertadas en el empleo para el cual concursó. En 

este orden, no es cierto que el hoy demandante sea titular del derecho a ser 

nombrado en período de prueba, ya que de acuerdo a su posición en la lista de 

elegibles ostentó una mera expectativa para ser nombrado, como producto uso 

de la lista de elegibles, durante la vigencia de la misma. 

 

                                                          (…) 

 

Es así como la medida solicitada resulta inocua toda vez que el proceso 

de selección finalizó hace casi 3 años, es decir, se han efectuado los 

nombramientos a que había lugar, aunado al hecho que la CNSC ya no 

tiene competencia alguna frente a las listas de elegibles y esta al haber 

perdido vigencia, desde el pasado 1 de marzo de 2020 no es objeto de 

autorización de su uso.  

 

Corolario de lo expuesto, los argumentos de la parte demandante no conducen 

a establecer una manifiesta y evidente infracción de las normas que se alegan 

vulneradas, haciendo necesario el análisis de fondo del asunto, teniendo en 

cuenta el material probatorio pertinente y la normatividad aplicable al particular. 

Por lo tanto, no existe fundamento que permita decretar la suspensión 

provisional por él solicitada. 
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IV. CONSIDERACIONES: 
 

I. De las medidas cautelares. 
 
El artículo 229 de la ley 1437 de 2011, señala lo siguiente:  

 
“Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos 
declarativos que se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, 
el auto admisorio de la demanda o en cualquier estado del proceso, a 
petición de parte debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado 
Ponente decretar, en providencia motivada, las medidas cautelares que 
considere necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto 
del proceso y la efectividad de la sentencia, de acuerdo con lo regulado en 
el presente capítulo. 
 
La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento. 
 
Parágrafo. Las medidas cautelares en los procesos que tengan por finalidad 
la defensa y protección de los derechos e intereses colectivos y en los 
procesos de tutela del conocimiento de la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo se regirán por lo dispuesto en este capítulo y podrán ser 
decretadas de oficio.”. 
 

 

II. De los requisitos para decretar las medidas cautelares. 
 
Por su parte, el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011, establece: 

 
“Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando 
se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional 
de sus efectos procederá por violación de las disposiciones invocadas 
en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, 
cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su 
confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o 
del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando 
adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la 
indemnización de perjuicios deberá probarse al menos sumariamente 
la existencia de los mismos. 
 
En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando 
concurran los siguientes requisitos: 
 
1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 

 
2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la 
titularidad del derecho o de los derechos invocados. 
 
3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, 
argumentos y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de 
ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el interés público 
negar la medida cautelar que concederla. 
 
4.  Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: 
 
a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o 
b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la 
medida los efectos de la sentencia serían nugatorios. (En Negrilla fuera del 
texto original) 
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El Consejo de Estado, Sección Quinta, Consejera Ponente Susana Buitrago 

Valencia1, analizó los aspectos a considerar por el Juez al momento de resolver 

una solicitud de suspensión provisional, dentro del nuevo C.P.A.C.A., señalando: 

 
“La nueva norma precisa entonces a partir de que haya petición expresa al 
respecto que: 1°) la procedencia de la suspensión provisional de los efectos 
de un acto que se acusa de nulidad puede acontecer si la violación de las 
disposiciones invocadas, surge, es decir, aparece presente, desde esta 
instancia procesal – cuando el proceso apenas comienza-, como conclusión 
del: i) análisis del acto demandado y su confrontación con las normas 
superiores invocadas como violadas, o, ii) del estudio de las pruebas 
allegadas con la solicitud. 2°) Además, señala que esta medida cautelar 
se debía solicitar, ya con fundamento en el mismo concepto de violación 
de la demanda, o ya en lo que el demandante sustente al respecto en 
escrito separado. 
… 
Ahora bien, no obstante que la nueva regulación como ya se dijo permite que 
el juez previo a pronunciarse sobre la suspensión provisional lleve a cabo 
análisis de la sustentación de la medida y estudie pruebas, ocurre que ante el 
perentorio señalamiento del 2° inciso del artículo 229 del CPACA (Capítulo XI 
Medidas Cautelares- procedencia), conforme al cual:  
 
“La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento”, es 
preciso entonces que el juez sea muy cauteloso y guarde moderación a 
fin que el decreto de esta medida cautelar no signifique tomar partido 
definitivo en el juzgamiento del acto ni prive a la autoridad pública que lo 
produjo o al demandado (en el caso el elegido o el nombrado cuya 
designación se acusa), de que ejerzan su derecho de defensa y que para 
la decisión final se consideren sus argumentos y valoren sus medios de 
prueba.” Negrillas del Juzgado.  

 
Así, acorde con la situación fáctica, el acervo probatorio allegado con la demanda, 

los fundamentos que soportan la solicitud de la medida, considera este Juzgador 

que en el presente evento no se reúnen a plenitud los requisitos del artículo 231 

del C.P.A.C.A., para ordenar la suspensión provisional de los actos 
administrativos demandados, como tampoco ordenar el nombramiento en 
periodo de prueba o provisional de la demandante.   
 

Lo anterior, porque conforme con la precitada jurisprudencia y, del estudio de las 

pruebas allegadas con la solicitud, no se encuentran lo suficientemente 

acreditados los presupuestos para concluir en esta etapa procesal, en forma 

anticipada y ligera, que se deba acceder a la medida invocada.  

   

En ese orden de ideas, esta Judicatura considera que para lograr establecer la 

veracidad de las afirmaciones de la actora y la configuración de las causales de 

nulidad alegadas, se hace necesario agotar la etapa probatoria en el presente 

proceso, a fin de tener en cuenta con el valor que le otorgue la ley, las aportadas 

por las partes y, decretar las pedidas por cada uno de los extremos de la Litis, 

pruebas respecto de las cuales se debe correr el respectivo traslado a todos y 

cada uno de los sujetos procesales, como lo impone el artículo 29 superior, a fin 

 
1 Consejo de Estado, providencia del 13 de septiembre de 2012, radicación 11001-03-28-000-2012-00042-00. 
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de que todos ejerzan, a plenitud, su derecho de defensa y contradicción, y que 

éste Juez pueda en la decisión final considerar todos los argumentos y valorar 

todo el complexo probatorio debidamente allegado, incluidos los medios 

probatorios que de oficio considere decretar y practicar a fin de avizorar la 

legalidad o ilegalidad de los actos aquí acusados.  

 

Además acceder a la medida deprecada por la demandante, seria desconocer los 

derechos de las personas que se inscribieron en las OPEC correspondientes al 

empleo, en las ubicaciones geográficas para las que si se crearon nuevas 

vacantes, pues estas personas desde el inicio de la convocatoria escogieron esa 

ubicación, presentaron las pruebas y aprobaron el proceso a la luz de las 

necesidades del servicio de aquellos territorios; por lo tanto,  ordenar que dichas 

vacantes se suplan con la accionante, sin hacer un previo análisis del material 

probatorio y la jurisprudencia aplicable al caso en concreto, sería desconocer los 

derechos adquiridos por quienes concursaron para ello. 

Así las cosas, es menester señalar que en principio no se evidencia que la 

decisión adoptada por las entidades demandadas haya trasgredido 

manifiestamente las normas superiores aquí invocadas, ni se demostró siquiera 

sumariante la existencia del perjuicio irremediable alegado, por lo que deviene, 

ineludiblemente, negar la suspensión provisional aquí solicitada. 

 

Por las razones expuestas, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ,  

 
RESUELVE: 

 
NEGAR la medida de suspensión provisional solicitada, por las razones expuestas 

en la parte motiva de este proveído. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 

 

Firmado Por:

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., Seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 
 

 

 

Cumplido el traslado que dispone el inciso 2 del artículo 233 de la Ley 1437 de 

2011, ingresa el proceso al Despacho para proveer sobre el decreto de la medida 

cautelar.  
 

I. ANTECEDENTES. 
 
El señor Edinson Enrique Yepes Pérez, presentó demanda dentro del medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho, contra el Servicio Nacional de 
Aprendizaje- Sena y la Comisión Nacional del Servicio Civil-CNSC, por medio 

del cual solicita del despacho, se ordene a las accionadas a efectuar su 

nombramiento en periodo de prueba en uno de los cargos declarados desiertos o 

no ofertados que presenten similitud funcional o sean equivalentes al cargo al cual 

se presentó en la convocatoria 436 de 2017.  

 

En el archivo 001 del cuaderno de medidas cautelares, se evidencia que la parte 

demandante solicitó las siguientes: 

 

“1. Suspender provisionalmente el Acuerdo No. 20171000000116 del 24 de 
julio de 2017, por medio del cual se convocó a proceso de selección - 
Convocatoria 436 de 2017 - para proveer definitivamente por concurso abierto 
de méritos, los empleos vacantes pertenecientes al Sistema General de 
Carrera Administrativa del Servicio Nacional de Aprendizaje - SENA.  
 
2. Suspender provisionalmente cualquier nombramiento provisional o 
nombramiento en encargo en todo empleo con la denominación de OPEC No 
61707, con la denominación Profesional, grado 2. 
 
3. Como medida cautelar preventiva ordenar que el SENA produzca el 
nombramiento en periodo de prueba o provisional o temporal de EDINSON 
ENRIQUE YEPES PÉRZ en un cargo con la denominación de Profesional, 
como quiera que desde antes de vencer la Lista de elegibles del demandante 
han existido los cargos y era un deber de la entidad hacer el uso de lista de 
elegibles y no una potestad. 

 

Las mencionadas solicitudes se presentaron bajo los siguientes supuestos 

fácticos:  

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00197-00 
DEMANDANTE EDISON ENRIQUE YEPES PÉREZ  
DEMANDADO SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE- SENA y la 

COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL-CNSC 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2022-00197-00 
Demandante: EDISON ENRIQUE YEPES PÉREZ 

Demandada: SENA Y CNSC 
 
 

 

 
1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. Este requisito se 
cumple mediante el presente medio de control, además de la indemnización que 
deben reconocer las demandadas por omitir de manera injustificada su deber 
legal de proveer los cargos vacantes que se presenten al interior del SENA 
mediante la lista o listas de elegibles que emitió la CNSC, lista de elegibles en la 
cual figura mi representada. Obsérvese que los fundamentos de la demanda se 
ajustan a los mandatos legales y constitucionales analizados en los hechos del 
libelo demandatorio.  
 
2. Que el demandante haya demostrado, aunque sea sumariamente, la 
titularidad del derecho o de los derechos invocados. Esta titularidad se acredita 
mediante la inclusión de mi representado en la lista de elegibles en que figura 
para el cargo en el cual se demanda su nombramiento.  
 
3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, 
argumentos y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de 
ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el interés público 
negar la medida cautelar que concederla. Estos requisitos se cumplen con los 
anexos de la demanda en donde se desprende que previo a la presentación del 
medio de control, se solicitó a las demandadas la remisión de la lista de elegibles 
a la CNSC en donde figura mí representado, a fin de ser nombrado en el SENA 
sin que las demandadas procedieran de conformidad. Adicionalmente se solicitó 
la vigencia individual de la lista recompuesta de elegibles de mí representada, lo 
cual fue negado por las demandadas, al igual que se acreditó la existencia de 
vacantes que deberían ser ocupadas por mi representado y que en la actualidad 
ejercen personas que no figuran en lista de elegibles.  
 
4. Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable. Este 
requisito se cumple, pues a pesar de existir vacantes que debería suplir mi 
representado conforme la lista de elegibles en la cual figura, estas se pueden 
agotar ante la negativa de las demandadas en realizar el nombramiento de mi 
representada en el cargo en el cual figura en lista de elegibles, perdiendo de esta 
manera la oportunidad de acceder a un empleo público. 
 
5. Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida los 
efectos de la sentencia serían nugatorios. Por las mismas razones anotadas, 
ante el eventual agotamiento de plazas, mi representada perdería la oportunidad 
de acceder al empleo público para el cual concursó y figura en lista de elegibles. 
 

 
II. DEL TRASLADO DE LA MEDIDA CAUTELAR. 

 
Mediante auto de primero (1) de agosto de 2022, este Despacho corrió traslado a 

las demandadas de la medida cautelar solicitada por la parte actora, por el término 

de cinco (5) días de conformidad al artículo 233 de la ley 1437 de 2011; termino 

dentro del cual las entidades demandadas manifestaron.   

 

Servicio Nacional de Aprendizaje – SENA 
 



N.R.D. 2022-00197-00 
Demandante: EDISON ENRIQUE YEPES PÉREZ 

Demandada: SENA Y CNSC 
 
 

 

Solicitó se declarara la improcedencia de las medidas cautelares toda vez que, lo 

que busca el demandante es modificar una situación de derecho que ya surtió 

resultados y el objeto es contrario al fin de una medida cautelar. 

 

Señaló que como  resultado  de  la  convocatoria  a  concurso  abierto  de  méritos  

para proveer  definitivamente los empleos vacantes de la planta de personal 

perteneciente al Sistema General de Carrera Administrativa del Servicio Nacional 

de Aprendizaje -SENA, No.  436  de  2017,  la  Comisión  Nacional  del  Servicio  

Civil -CNSC, por medio de la Resolución No CNSC -No.20182120143245 del 17 

de octubre de 2018, conformó la lista de elegibles para proveer una (1) vacante 

del empleo de carrera administrativa identificado con el Código OPEC No. 61707 

denominado Profesional, Grado 2., y que  la  lista  de  elegibles  se  conformó  con  

tres(3) ciudadanos, encontrándose entre ellos el demandante en el tercer 3° 

puesto, con un puntaje de 61.19, por lo cual el único que adquirió el derecho a ser 

nombrado en el cargo fue el ciudadano que ocupó el primer lugar y no el 

demandante que ocupó el tercer lugar. 

 
 

Comisión Nacional del Servicio Civil – CNSC 
 
Indicó que la solicitud de suspensión provisional resulta  improcedente teniendo en 

cuenta que no se configuran los presupuestos legales establecidos en los artículos 

229 y 231 C.P.A.C.A., ya que, dentro del escrito de la solicitud en cuestión, la 

parte demandante no sustentó siquiera de manera sucinta, la necesidad de su 

pretensión 

 

Mencionó que para el empleo para el cual concurso el demandante solamente se 

oferto una vacante, el elegible que adquirió el derecho a ser nombrado en  período  

de  prueba,  fue  el  aspirante  que  ocupó  la  posición  1  en  la lista  de  Elegibles 

y  como se  evidencia, la parte accionante ocupó la posición No. 3 en la lista, 

razón por la cual, no era procedente realizar su nombramiento, pues queda claro 

que no ocupó una posición meritoria en cuanto al número de vacantes ofertadas 

en el empleo para el cual concursó, ostentando frente a la misma una expectativa 

hasta tanto dure la vigencia de la lista, la cual venció desde el 5 de noviembre  de  

2020,  por  lo  tanto,  no  es  procedente hacer  uso  de  la  misma,  ya que  el  uso  

de  las  Listas  de  elegibles,  se  debe  dar durante su vigencia.  

 

Señaló que, la parte demandante no puede argumentar violación de derechos que  

no ostentaba por que no se dio la situación para hacer uso de la lista que 

integraba durante la vigencia de la misma. Escenario que permite resaltar un más 

es la falta de argumentación y estudio juicioso frente a la solicitud de la medida 

provisional solicitada. 

 

Finalmente solicitó se niegue la medida cautelar, en atención a que no está 

probada ninguna circunstancia de hecho y de derecho que lleven a la suspensión 

provisional. 

 

 



N.R.D. 2022-00197-00 
Demandante: EDISON ENRIQUE YEPES PÉREZ 

Demandada: SENA Y CNSC 
 
 

 

III. CONSIDERACIONES: 
 

I. De las medidas cautelares. 
 
El artículo 229 de la ley 1437 de 2011, señala lo siguiente:  

 
“Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos 
declarativos que se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, 
el auto admisorio de la demanda o en cualquier estado del proceso, a 
petición de parte debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado 
Ponente decretar, en providencia motivada, las medidas cautelares que 
considere necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto 
del proceso y la efectividad de la sentencia, de acuerdo con lo regulado en 
el presente capítulo. 
 
La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento. 
 
Parágrafo. Las medidas cautelares en los procesos que tengan por finalidad 
la defensa y protección de los derechos e intereses colectivos y en los 
procesos de tutela del conocimiento de la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo se regirán por lo dispuesto en este capítulo y podrán ser 
decretadas de oficio.”. 
 

 
II. De los requisitos para decretar las medidas cautelares. 
 
Por su parte, el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011, establece: 

 
“Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando 
se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional 
de sus efectos procederá por violación de las disposiciones invocadas 
en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, 
cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su 
confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o 
del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando 
adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la 
indemnización de perjuicios deberá probarse al menos sumariamente 
la existencia de los mismos. 
 
En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando 
concurran los siguientes requisitos: 
 
1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 
 
2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la 
titularidad del derecho o de los derechos invocados. 
 
3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, 
argumentos y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de 
ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el interés público 
negar la medida cautelar que concederla. 
 
4.  Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: 
 
a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o 
b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la 
medida los efectos de la sentencia serían nugatorios. (En Negrilla fuera del 
texto original) 



N.R.D. 2022-00197-00 
Demandante: EDISON ENRIQUE YEPES PÉREZ 

Demandada: SENA Y CNSC 
 
 

 

 
El Consejo de Estado, Sección Quinta, Consejera Ponente Susana Buitrago 

Valencia1, analizó los aspectos a considerar por el Juez al momento de resolver 

una solicitud de suspensión provisional, dentro del nuevo C.P.A.C.A., señalando: 

 
“La nueva norma precisa entonces a partir de que haya petición expresa al 
respecto que: 1°) la procedencia de la suspensión provisional de los efectos 
de un acto que se acusa de nulidad puede acontecer si la violación de las 
disposiciones invocadas, surge, es decir, aparece presente, desde esta 
instancia procesal – cuando el proceso apenas comienza-, como conclusión 
del: i) análisis del acto demandado y su confrontación con las normas 
superiores invocadas como violadas, o, ii) del estudio de las pruebas 
allegadas con la solicitud. 2°) Además, señala que esta medida cautelar 
se debía solicitar, ya con fundamento en el mismo concepto de violación 
de la demanda, o ya en lo que el demandante sustente al respecto en 
escrito separado. 
… 
Ahora bien, no obstante que la nueva regulación como ya se dijo permite que 
el juez previo a pronunciarse sobre la suspensión provisional lleve a cabo 
análisis de la sustentación de la medida y estudie pruebas, ocurre que ante el 
perentorio señalamiento del 2° inciso del artículo 229 del CPACA (Capítulo XI 
Medidas Cautelares- procedencia), conforme al cual:  
 
“La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento”, es 
preciso entonces que el juez sea muy cauteloso y guarde moderación a 
fin que el decreto de esta medida cautelar no signifique tomar partido 
definitivo en el juzgamiento del acto ni prive a la autoridad pública que lo 
produjo o al demandado (en el caso el elegido o el nombrado cuya 
designación se acusa), de que ejerzan su derecho de defensa y que para 
la decisión final se consideren sus argumentos y valoren sus medios de 
prueba.” Negrillas del Juzgado.  

 
Así, acorde con la situación fáctica, el acervo probatorio allegado con la demanda, 

los fundamentos que soportan la solicitud de la medida, considera este Juzgador 

que en el presente evento no se reúnen a plenitud los requisitos del artículo 231 

del C.P.A.C.A., para ordenar la suspensión provisional de los actos 
administrativos demandados, como tampoco ordenar el nombramiento en 
periodo de prueba o provisional del demandante.   
 

Lo anterior, porque conforme con la precitada jurisprudencia y, del estudio de las 

pruebas allegadas con la solicitud, no se encuentran lo suficientemente 

acreditados los presupuestos para concluir en esta etapa procesal, en forma 

anticipada y ligera, que se deba acceder a la medida invocada.  
   

En ese orden de ideas, esta Judicatura considera que para lograr establecer la 

veracidad de las afirmaciones del actor y la configuración de las causales de 

nulidad alegadas, se hace necesario agotar la etapa probatoria en el presente 

proceso, a fin de tener en cuenta con el valor que le otorgue la ley, las aportadas 

por las partes y, decretar las pedidas por cada uno de los extremos de la Litis, 

pruebas respecto de las cuales se debe correr el respectivo traslado a todos y 

cada uno de los sujetos procesales, como lo impone el artículo 29 superior, a fin 

 
1 Consejo de Estado, providencia del 13 de septiembre de 2012, radicación 11001-03-28-000-2012-00042-00. 
 
 



N.R.D. 2022-00197-00 
Demandante: EDISON ENRIQUE YEPES PÉREZ 

Demandada: SENA Y CNSC 
 
 

 

de que todos ejerzan, a plenitud, su derecho de defensa y contradicción, y que 

éste Juez pueda en la decisión final considerar todos los argumentos y valorar 

todo el material probatorio debidamente allegado, incluidos los medios probatorios 

que de oficio considere decretar y practicar a fin de avizorar la legalidad o 

ilegalidad de los actos aquí acusados.  

 

Además acceder a la medida deprecada por la demandante, seria desconocer los 

derechos de las personas que se inscribieron en las OPEC correspondientes al 

empleo, en las ubicaciones geográficas para las que si se crearon nuevas 

vacantes, pues estas personas desde el inicio de la convocatoria escogieron esa 

ubicación, presentaron las pruebas y aprobaron el proceso a la luz de las 

necesidades del servicio de aquellos territorios; por lo tanto,  ordenar que dichas 

vacantes se suplan con la accionante, sin hacer un previo análisis del material 

probatorio y la jurisprudencia aplicable al caso en concreto, sería desconocer los 

derechos por quienes concursaron para ello. 

Así las cosas, es menester señalar que en principio no se evidencia que la 

decisión adoptada por las entidades demandadas haya trasgredido 

manifiestamente las normas superiores aquí invocadas, ni se demostró siquiera 

sumariante la existencia del perjuicio irremediable alegado, por lo que deviene, 

ineludiblemente, negar la suspensión provisional aquí solicitada. 

 

Por las razones expuestas, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ,  

 
RESUELVE: 

 
1. NEGAR la medida cautelar solicitada por la parte demandante, por las 

razones expuestas en la parte motiva de este proveído. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

CLM. 
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Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., Seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 
 

 

 

Cumplido el traslado que dispone el inciso 2 del artículo 233 de la Ley 1437 de 

2011, ingresa el proceso al Despacho para proveer sobre el decreto de la medida 

cautelar.  
 

I. ANTECEDENTES. 
 
El señor Luis Eduardo Calderón Basto, presentó demanda dentro del medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho, contra el Servicio Nacional de 
Aprendizaje- Sena y la Comisión Nacional del Servicio Civil-CNSC, por medio 

del cual solicita del despacho, se ordene a las accionadas a efectuar su 

nombramiento en periodo de prueba en uno de los cargos declarados desiertos o 

no ofertados que presenten similitud funcional o sean equivalentes al cargo al cual 

se presentó en la convocatoria 436 de 2017.  

 

En el archivo 001 del cuaderno de medidas cautelares, se evidencia que la parte 

demandante solicitó las siguientes: 

 

“1. Suspender provisionalmente el Acuerdo No. 20171000000116 del 24 de 

julio de 2017, por medio del cual se convocó a proceso de selección - 

Convocatoria 436 de 2017 - para proveer definitivamente por concurso abierto 

de méritos, los empleos vacantes pertenecientes al Sistema General de 

Carrera Administrativa del Servicio Nacional de Aprendizaje - SENA.  

 

2. Suspender provisionalmente cualquier nombramiento provisional o 

nombramiento en encargo en todo empleo con la denominación de OPEC No 

61692, con la denominación Profesional, grado 3. 

 

3. Como medida cautelar preventiva ordenar que el SENA produzca el 

nombramiento en periodo de prueba o provisional o temporal de LUIS 

EDUARDO CALDERON BASTO en un cargo con la denominación de 

Profesional, como quiera que desde antes de vencer la Lista de elegibles del 

demandante han existido los cargos y era un deber de la entidad hacer el uso 

de lista de elegibles y no una potestad. 

 

Las mencionadas solicitudes se presentaron bajo los siguientes supuestos 

fácticos:  

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00205-00 
DEMANDANTE LUIS EDUARDO CALDERON BASTO  
DEMANDADO SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE- SENA y la 

COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL-CNSC 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2022-00205-00 
Demandante: LUIS EDUARDO CALDERON BASTO 

Demandada: SENA Y CNSC 
 
 

 

 

1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. Este requisito se 

cumple mediante el presente medio de control, además de la indemnización que 

deben reconocer las demandadas por omitir de manera injustificada su deber 

legal de proveer los cargos vacantes que se presenten al interior del SENA 

mediante la lista o listas de elegibles que emitió la CNSC, lista de elegibles en la 

cual figura mi representada. Obsérvese que los fundamentos de la demanda se 

ajustan a los mandatos legales y constitucionales analizados en los hechos del 

libelo demandatorio.  

 

2. Que el demandante haya demostrado, aunque sea sumariamente, la 

titularidad del derecho o de los derechos invocados. Esta titularidad se acredita 

mediante la inclusión de mi representado en la lista de elegibles en que figura 

para el cargo en el cual se demanda su nombramiento.  

 

3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, 

argumentos y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de 

ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el interés público 

negar la medida cautelar que concederla. Estos requisitos se cumplen con los 

anexos de la demanda en donde se desprende que previo a la presentación del 

medio de control, se solicitó a las demandadas la remisión de la lista de elegibles 

a la CNSC en donde figura mí representado, a fin de ser nombrado en el SENA 

sin que las demandadas procedieran de conformidad. Adicionalmente se solicitó 

la vigencia individual de la lista recompuesta de elegibles de mí representada, lo 

cual fue negado por las demandadas, al igual que se acreditó la existencia de 

vacantes que deberían ser ocupadas por mi representado y que en la actualidad 

ejercen personas que no figuran en lista de elegibles.  

 

4. Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable. Este 

requisito se cumple, pues a pesar de existir vacantes que debería suplir mi 

representado conforme la lista de elegibles en la cual figura, estas se pueden 

agotar ante la negativa de las demandadas en realizar el nombramiento de mi 

representada en el cargo en el cual figura en lista de elegibles, perdiendo de esta 

manera la oportunidad de acceder a un empleo público. 

 

5. Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida los 

efectos de la sentencia serían nugatorios. Por las mismas razones anotadas, 

ante el eventual agotamiento de plazas, mi representada perdería la oportunidad 

de acceder al empleo público para el cual concursó y figura en lista de elegibles. 

 

 

II. DEL TRASLADO DE LA MEDIDA CAUTELAR. 
 
Mediante auto de primero (1) de agosto de 2022, este Despacho corrió traslado a 

las demandadas de la medida cautelar solicitada por la parte actora, por el término 

de cinco (5) días de conformidad al artículo 233 de la ley 1437 de 2011; termino 

dentro del cual las entidades demandadas manifestaron.   

 

Servicio Nacional de Aprendizaje – SENA 
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Señaló que no existe ninguna vacante para ser provista en la OPEC 61692 con la 

denominación profesional grado 3, to da vez que la vcante que existía en la 

convocatoria 435 de 2017 fue provista por la persona que ocupo la primera 

posición en la lista de elegibles, lista en la cual el demandante ocupo la tercera 

posición. 

 

Mencionó que no es posible realizar un nombramiento en periodo de prueba por 

cuanto la CNSC como ente rector de la vigilancia de la carrera administrativa no 

ha emitido autorización, aval u orden para que el demandante pueda ser 

nombrado en la nómina del SENA para la OPEC 61692.   

 

Solicitó no se acceda al decreto de la medida cautelar solicitada. 

 
  

Comisión Nacional del Servicio Civil – CNSC 
 
Se opuso a la solicitud de medida cautelar, teniendo en cuenta que la misma no 

está debidamente razonada y no cumple con los requisitos jurídicos y facticos de 

las medidas cautelares, en razón a que el representante judicial reitera los 

argumentos expuestos en la demanda, sin que se note un esfuerzo discursivo que 

le permita a la judicatura establecer en forma razonable los efectos de una medida 

cautelar, así mismo, no existe un planteamiento que, desde la sencilla lógica 

formal deductiva, pueda llevar a la conclusión que los actos acusados se hayan  

expedido sin cumplir con los requisitos de existencia, validez, eficacia u    

oponibilidad propias de este tipo de determinaciones administrativas. 

 

Finalmente solicitó se niegue la medida cautelar presentada. 

 

 

III. CONSIDERACIONES: 
 

I. De las medidas cautelares. 
 
El artículo 229 de la ley 1437 de 2011, señala lo siguiente:  

 
“Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos 
declarativos que se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, 
el auto admisorio de la demanda o en cualquier estado del proceso, a 
petición de parte debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado 
Ponente decretar, en providencia motivada, las medidas cautelares que 
considere necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto 
del proceso y la efectividad de la sentencia, de acuerdo con lo regulado en 
el presente capítulo. 
 
La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento. 
 
Parágrafo. Las medidas cautelares en los procesos que tengan por finalidad 
la defensa y protección de los derechos e intereses colectivos y en los 
procesos de tutela del conocimiento de la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo se regirán por lo dispuesto en este capítulo y podrán ser 
decretadas de oficio.”. 
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II. De los requisitos para decretar las medidas cautelares. 
 
Por su parte, el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011, establece: 

 
“Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando 
se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional 
de sus efectos procederá por violación de las disposiciones invocadas 
en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, 
cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su 
confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o 
del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando 
adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la 
indemnización de perjuicios deberá probarse al menos sumariamente 
la existencia de los mismos. 
 
En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando 
concurran los siguientes requisitos: 
 
1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 

 
2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la 
titularidad del derecho o de los derechos invocados. 
 
3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, 
argumentos y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de 
ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el interés público 
negar la medida cautelar que concederla. 
 
4.  Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: 
 
a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o 
b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la 
medida los efectos de la sentencia serían nugatorios. (En Negrilla fuera del 
texto original) 

 

El Consejo de Estado, Sección Quinta, Consejera Ponente Susana Buitrago 

Valencia1, analizó los aspectos a considerar por el Juez al momento de resolver 

una solicitud de suspensión provisional, dentro del nuevo C.P.A.C.A., señalando: 

 
“La nueva norma precisa entonces a partir de que haya petición expresa al 
respecto que: 1°) la procedencia de la suspensión provisional de los efectos 
de un acto que se acusa de nulidad puede acontecer si la violación de las 
disposiciones invocadas, surge, es decir, aparece presente, desde esta 
instancia procesal – cuando el proceso apenas comienza-, como conclusión 
del: i) análisis del acto demandado y su confrontación con las normas 
superiores invocadas como violadas, o, ii) del estudio de las pruebas 
allegadas con la solicitud. 2°) Además, señala que esta medida cautelar 
se debía solicitar, ya con fundamento en el mismo concepto de violación 
de la demanda, o ya en lo que el demandante sustente al respecto en 
escrito separado. 
… 
Ahora bien, no obstante que la nueva regulación como ya se dijo permite que 
el juez previo a pronunciarse sobre la suspensión provisional lleve a cabo 
análisis de la sustentación de la medida y estudie pruebas, ocurre que ante el 

 
1 Consejo de Estado, providencia del 13 de septiembre de 2012, radicación 11001-03-28-000-2012-00042-00. 

 
 



N.R.D. 2022-00205-00 
Demandante: LUIS EDUARDO CALDERON BASTO 

Demandada: SENA Y CNSC 
 
 

 

perentorio señalamiento del 2° inciso del artículo 229 del CPACA (Capítulo XI 
Medidas Cautelares- procedencia), conforme al cual:  
 
“La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento”, es 
preciso entonces que el juez sea muy cauteloso y guarde moderación a 
fin que el decreto de esta medida cautelar no signifique tomar partido 
definitivo en el juzgamiento del acto ni prive a la autoridad pública que lo 
produjo o al demandado (en el caso el elegido o el nombrado cuya 
designación se acusa), de que ejerzan su derecho de defensa y que para 
la decisión final se consideren sus argumentos y valoren sus medios de 
prueba.” Negrillas del Juzgado.  

 
Así, acorde con la situación fáctica, el acervo probatorio allegado con la demanda, 

los fundamentos que soportan la solicitud de la medida, considera este Juzgador 

que en el presente evento no se reúnen a plenitud los requisitos del artículo 231 

del C.P.A.C.A., para ordenar la suspensión provisional de los actos 
administrativos demandados, como tampoco ordenar el nombramiento en 
periodo de prueba o provisional del demandante.   
 

Lo anterior, porque conforme con la precitada jurisprudencia y, del estudio de las 

pruebas allegadas con la solicitud, no se encuentran lo suficientemente 

acreditados los presupuestos para concluir en esta etapa procesal, en forma 

anticipada y ligera, que se deba acceder a la medida invocada.  

   

En ese orden de ideas, esta Judicatura considera que para lograr establecer la 

veracidad de las afirmaciones del actor y la configuración de las causales de 

nulidad alegadas, se hace necesario agotar la etapa probatoria en el presente 

proceso, a fin de tener en cuenta con el valor que le otorgue la ley, las aportadas 

por las partes y, decretar las pedidas por cada uno de los extremos de la Litis, 

pruebas respecto de las cuales se debe correr el respectivo traslado a todos y 

cada uno de los sujetos procesales, como lo impone el artículo 29 superior, a fin 

de que todos ejerzan, a plenitud, su derecho de defensa y contradicción, y que 

éste Juez pueda en la decisión final considerar todos los argumentos y valorar 

todo el material probatorio debidamente allegado, incluidos los medios probatorios 

que de oficio considere decretar y practicar a fin de avizorar la legalidad o 

ilegalidad de los actos aquí acusados.  

 

Además acceder a la medida deprecada por la demandante, seria desconocer los 

derechos de las personas que se inscribieron en las OPEC correspondientes al 

empleo, en las ubicaciones geográficas para las que si se crearon nuevas 

vacantes, pues estas personas desde el inicio de la convocatoria escogieron esa 

ubicación, presentaron las pruebas y aprobaron el proceso a la luz de las 

necesidades del servicio de aquellos territorios; por lo tanto,  ordenar que dichas 

vacantes se suplan con la accionante, sin hacer un previo análisis del material 

probatorio y la jurisprudencia aplicable al caso en concreto, sería desconocer los 

derechos por quienes concursaron para ello. 

Así las cosas, es menester señalar que en principio no se evidencia que la 

decisión adoptada por las entidades demandadas haya trasgredido 

manifiestamente las normas superiores aquí invocadas, ni se demostró siquiera 
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sumariante la existencia del perjuicio irremediable alegado, por lo que deviene, 

ineludiblemente, negar la suspensión provisional aquí solicitada. 

 

Por las razones expuestas, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ,  

 
RESUELVE: 

 
1. NEGAR la medida cautelar solicitada por la parte demandante, por las 

razones expuestas en la parte motiva de este proveído. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

CLM. 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 

Procede el Despacho a resolver la reforma de la demanda, presentada por el 

apoderado judicial de la parte demandante en escrito visible en la carpeta 013 del 

expediente digital, a través de la cual modifica el acápite de pretensiones, 

concepto de la violación y pruebas 

 

I. ANTECEDENTES 
 

Mediante providencia calendada veintinueve (29) de noviembre de 2021, el 

Juzgado admitió la demanda de la referencia, efectuando las notificaciones 

correspondientes, y dio traslado de la demanda. 

 

La notificación del auto admisorio se realizó el catorce (14) del mes de diciembre 

de 2021, por lo tanto, a partir del día siguiente empezó a contar los términos del 

artículo 172 de la Ley 1437 de 2011, término que comenzó a correr de acuerdo 

con el inciso 4° del artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021 que 

modificó el artículo 199 del C.P.A.C.A.  

 

Una vez vencidos los términos previstos en los artículos 172, 173, 175 y 199 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y 

verificada la contestación de la demanda por parte de las accionada, se evidenció 

que, con memorial de 28 de febrero de 2022, la parte demandante presentó 

reforma de la demanda.  

 

II. CONSIDERACIONES 
 
2.1. De la reforma de la demanda. 
 
Al respecto, el artículo 173 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, establece que el demandante, por una sola vez podrá 

adicionar, aclarar o modificar la demanda en cuanto a las partes, las pretensiones, 

hechos en que se fundamentan o las pruebas, al exponer: 

 

“El demandante podrá adicionar, aclarar o modificar la demanda, por una sola 
vez, conforme a las siguientes reglas: 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2021-0373-00 
DEMANDANTE LUDY NILSA TORRES LEGUIZAMON 
DEMANDADO SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD 

CENTRO ORIENTE E.S.E 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
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1. La reforma podrá proponerse hasta el vencimiento de los diez (10) días 

siguientes al traslado de la demanda. De la admisión de la reforma se correrá 
traslado mediante notificación por estado y por la mitad del término inicial. 
Sin embargo, si se llama a nuevas personas al proceso, de la admisión de la 
demanda y de su reforma se les notificará personalmente y se les correrá 
traslado por el término inicial.  
 

2. La reforma de la demanda podrá referirse a las partes, las pretensiones, 
los hechos en que estas se fundamentan o a las pruebas. 

 
3. No podrá sustituirse la totalidad de las personas demandantes o 

demandadas ni todas las pretensiones de la demanda. Frente a nuevas 
pretensiones deberán cumplirse los requisitos de procedibilidad.  

 
La reforma podrá integrarse en un solo documento con la demanda inicial. 
Igualmente, el juez podrá disponer que el demandante la integre en un solo 
documento con la demanda inicial”. 

 

De la norma transcrita, se advierte que en la reforma no se podrá sustituir la 

totalidad de las personas demandantes o demandadas, ni todas las pretensiones, 

adicionando que al reformarse la demanda se podrá prescindir de algunas de las 

partes o pretensiones, o incluir nuevas. 

 

Sobre el particular, el apoderado de la parte demandante reformó la demanda, al 

ser revisada en su integridad, se refiere a las pretensiones, concepto de la 

violación y pruebas documentales, tornándose entonces viable la admisión de la 

reforma bajo estudio.  

 

Así las cosas, se tiene que el escrito de reforma de la demanda fue presentado 

dentro del término señalado por la norma trascrita y toda vez que cumple con los 

requisitos allí establecidos, encuentra el Despacho que el mismo es procedente, 

razón por la cual se dispondrá la admisión de la reforma de la demanda allegada.  

 

Finalmente, toda vez que la reforma de la demanda no consiste en la adición de 

nuevos integrantes a la parte demandada, se ordenará el traslado de la reforma 

mediante notificación por estado y por la mitad del término inicial, para que la parte 

demandada ejerza su derecho de defensa y contradicción. 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C., 

 

R E S U E L V E: 

PRIMERO:  ADMITIR la reforma de la demanda presentada por la parte actora, 

conforme los motivos expuestos en la parte motiva de la providencia. 

 

SEGUNDO:  NOTIFICAR por estado el contenido de esta providencia, de 

conformidad con el numeral 1º del artículo 173 del Código de 

Procedimiento y de lo Contencioso Administrativo. 
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TERCERO:  DAR TRASLADO para efectos de contestar la reforma, por el 

término de quince (15) días. En efecto, enviar copia de la presente 

providencia y del escrito de reforma de demanda a los demás sujetos 

procesales. 

 

CUARTO:  Cumplido lo dispuesto en el ordinal 2º, al día siguiente vuelva el 

expediente al despacho, para continuar con el trámite procesal 

correspondiente. 
  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 

MAM 
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Bogotá D.C. seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 

Agotado el término de traslado de las excepciones propuestas por la NACIÓN, - 
MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO1, y a efectos de dar continuidad 

al trámite procesal correspondiente, procederá el Despacho a indicar que sería el 

caso anunciar sentencia anticipada, sin embargo, es pertinente indicar que la Ley 

2080 del 25 de enero de 2021, “por medio de la cual se reforma el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 

2011 y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos 

que se tramitan ante la jurisdicción” estableció en el artículo 38 el trámite que se 

debe surtir para la resolución de las excepciones previas así: 

 

“Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 
2011, el cual será del siguiente tenor: 
 
Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma 
prevista en el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la 
parte demandante podrá pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere 
el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con las demás 
excepciones podrá también solicitar pruebas. 
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los 
artículos 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera 
la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del 
citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto que cita a 
la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá 
las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión. 
 
Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las 
excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando se 
advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. Las excepciones de 
cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 

 

1 De conformidad con lo obrante en el expediente, la Nación, - Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, contestaron la demanda. Ver archivo 011 del expediente 
digital.  
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legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán fundadas 
mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el numeral 
tercero del artículo 182A.” 
 

Revisado el expediente, la NACIÓN, - MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO dentro del término de traslado correspondiente, contestó la 
demanda en término. (fs. Visible en la carpeta 011 del expediente digital). 

De las excepciones propuestas: 

 La Nación, el Ministerio de Educación Nacional y el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, propusieron las siguientes 

excepciones previas: 

- Ineptitud sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales. 

(Fl.28) 

- Falta de Legitimación en la causa por pasiva. (Fl.29). 

- Prescripción. (Fl. 30). 

- Caducidad. (Fl. 30) 

Las demás excepciones propuestas por las entidades demandadas, no 

corresponden a las enlistadas en el artículo 100 del Código General del Proceso y, 

se resolverán en el estudio de fondo del asunto, de conformidad el inciso 4 del 

parágrafo dos del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, que dispone: 

“Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.” 

No obstante, teniendo en cuenta que los medios exceptivos de: i) Ineptitud 

sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales, ii) Falta de Legitimación 

en la causa por pasiva, iii) Prescripción y, iv) Caducidad, tienen la calidad de 

previos, se entrará a resolver en esta etapa procesal. 

1. Ineptitud sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales. 
Estima la parte accionada que: 

Es claro entonces que el demandante persigue que el juez(a) de la presente causa 

declare la nulidad del acto administrativo ficto o presunto configurado por la 

presunta no contestación de una solicitud de reconocimiento indemnizatorio 

presentada el día 25 de agosto de 2021 ante el ente territorial.  

Ahora bien, de acuerdo con las gestiones adelantadas por este ministerio para 

estructurar la presente contestación, se tiene que el ente territorial acusado y la 

Fiduprevisora S.A., en su calidad de vocera y administradora del FOMAG, dieron 

contestación a las comunicaciones remitidas por parte del apoderado de la entidad 

demandante, y la misma se encuentra en el libelo demandatorio. 
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 Consideraciones.  

Al respecto, señala este Despacho que la excepción alegada no tiene vocación de 

prosperidad, como quiera, que dentro el plenario no obra respuesta a la petición 

deprecada por la parte actora el 25 de agosto de 2021, esto es, el reconocimiento 

y pago de la sanción moratoria. 

Además, causa extrañeza que el extremo pasivo de esta Litis, se limita a señalar 

que la respuesta a la petición de 25 de agosto de 2021, está dentro del libelo 

demandatorio, más no lo individualiza y/o especifica.  

Ahora bien, si se hace referencia al oficio de 22 de septiembre de 2021, emitido 

por la Secretaría de Educación del Distrito, el mismo, no da respuesta de fondo a 

la petición instaurada por la señora Maritza Ramírez Urrego, como quiera que la 

entidad remite la solicitud a la Fiduciaria para lo de su competencia2.  

Conforme a lo expuesto, nos encontramos frente a un acto ficto, por cuanto, el 

extremo pasivo de esta Litis, no ha dado respuesta a la solicitud instaurada por la 

Maritza Ramírez Urrego.   

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de inepta 
demanda por falta de requisitos formales.  

2. Falta de legitimación en la causa por pasiva del Fomag: estima la parte 

accionada que:  

“Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 

1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad 

territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio. (…)” Cabe destacar que la calidad de empleador no se comparte de 

ninguna forma con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 

FOMAG, que como se citó en párrafos precedentes es una cuenta especial de la 

Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería 

jurídica, cuyos recursos son manejados por una entidad fiduciaria, y está a cargo 

del pago de las prestaciones sociales de los docentes oficiales. 

 Consideraciones. 

Es menester señalar, que la admisión de la demanda fue dirigida igualmente, 

contra la Secretaria de Educación de Bogotá, tal como se observa en el archivo 

006 del expediente digital.  

Ahora bien, debemos tener en cuenta que con la expedición de la Ley 1955 de 

2019, la norma cambio el panorama de las sanciones moratorias en términos de 

responsabilidad, pues en su artículo 57 parágrafo estableció: 

 “(…) La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el 
pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se 
genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 
radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la 

 

2 Ver folio 58 del archivo 001 del expediente digital. “Por lo anterior y con el fin de responder su solicitud de 
fondo, se dará traslado por competencia a Fiduprevisora S.A, mediante radicado No S-2021-301562 de fecha 
22-09-2021. 
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Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías.  

Y es por esta razón que las moras generadas a partir de 2020 pueden ser 

responsabilidad de la Secretaria de Educación.  

De lo anterior se infiere que en los actos administrativos de reconocimiento y pago 

de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, intervienen la Secretaría de Educación del ente territorial en el cual 

presta sus servicios la docente peticionaria mediante la elaboración del proyecto 

de resolución de reconocimiento prestacional y la Fiduciaria quien administra los 

recursos del Fondo que se encarga de aprobar o improbar el proyecto de 

resolución conforme a la documentación aportada. 

No obstante, es al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio a quien se 
le dio la función de expedir el acto administrativo por el que se dispone el 
pago de la prestación del docente solicitante, a través de la Secretaría de 

Educación. Aunado a lo anterior precisa que la Ley 962 de 2005, tuvo por objeto 

simplificar los trámites de los particulares ante la administración dada la 

complejidad que los caracterizaba, sin que este presupuesto separara la 

competencia del Fondo de reconocer y pagar las prestaciones sociales, lo cual es 

afirmado por el artículo 56 de la ley referenciada. 

De lo anterior se puede concluir, que los entes territoriales actúan como 

facilitadores para que los Docentes Nacionalizados tramiten el reconocimiento y 

pago de su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la administración 

de los recursos de FOMAG, los suscriben, es en representación de dicho Fondo 

por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al ente territorial, ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

Así las cosas, el Despacho considera que esta excepción carece de vocación de 

prosperidad, toda vez que, el ente territorial ya se encuentra vinculado al presente 

trámite procesal y, por otro lado, está más que decantada la jurisprudencia 

respecto de la responsabilidad del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, por cuanto, es quien se le dio la función de expedir el acto 

administrativo por el que se dispone el pago de la prestación del docente 

solicitante.  

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de falta de 
legitimación en la causa por pasiva.  

3. Caducidad. Es pertinente señalar que la parte demandada en su escrito de 

contestación no sustentó el medio exceptivo, solo se limitó a indicar que se 

contabilizara la caducidad a partir del acto expreso que negó el 

reconocimiento de la sanción mora. 
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 Consideraciones.  

Conforme a las pruebas que militan en el expediente evidencia esta Judicatura 

que la parte actora solicita la nulidad del acto ficto derivado de la ausencia de 

contestación a la petición de 25 de agosto de 2021; es decir, que en la presente 

demanda nos encontramos frente a un acto administrativo negativo.  

Para el caso, nos encontramos con pretensiones que versan sobre actos producto 

del silencio administrativo, es decir que se originan en un acto ficto o presunto, 

derivado de la omisión de la demandada en dar curso al pronunciamiento que 

debió ameritar una respuesta de fondo a la demandante.  

Es así que, realizando un análisis normativo y jurisprudencial sobre la caducidad, 

que, conformado con lo obrante en el proceso, se verifica la existencia de un Acto 

Administrativo Ficto o presunto, lo cual, en relación al término para demandar, nos 

permite concluir de manera diáfana, que para el caso sub examine, se tendrá en 

cuenta lo consagrado en el numeral 1, literal d del artículo 164 de la Ley 1437 de 

2011 y, por lo tanto, no procede la caducidad del medio de control 

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de 
caducidad.   

4. PRESCRIPCIÓN: En relación con esta excepción se debe precisar que 

solamente es procedente cuando sea de carácter extintiva, que es la 

señalada taxativamente en la norma, no obstante, lo anterior, de las 
pretensiones de la demanda se evidencia que la parte actora está 
solicitando las cesantías del año 2020, es decir, que, siguiendo los 
postulados jurisprudenciales, el extremo activo de esta Litis aún está 
en tiempo para solicitar dicho reconocimiento, de conformidad con lo 
preceptuado por el artículo 99 de la Ley 50 de 1990. 

Así las cosas, al no encontrarse probada ninguna excepción de carácter previo, se 

da por concluida esta etapa procesal, este Despacho, 

RESUELVE 

PRIMERO: DECLARAR no probadas las excepciones denominadas inepta 
demanda por falta de requisitos formales, falta de legitimación 
en la causa por pasiva, caducidad, propuestas por NACIÓN - 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG, de acuerdo con lo 

expuesto anteriormente. 

SEGUNDO: RECONOCER PERSONERÍA a la abogada Jenny Katherine 

Ramírez Rubio, identificada con cédula de ciudadanía N° 

1.030.570.557 y T.P. 310.344 del C.S. de la J, como apoderada de la 

Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fomag, en los 

términos del poder conferido, en los términos del poder conferido (f. 

33-34 de la carpeta denominada 011). 

TERCERO: Ejecutoriada la providencia, ingrésese para proveer. 
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Bogotá D.C. seis (6) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 

Agotado el término de traslado de las excepciones propuestas por la NACIÓN, - 
MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO1, y a efectos de dar continuidad 

al trámite procesal correspondiente, procederá el Despacho a indicar que sería el 

caso anunciar sentencia anticipada, sin embargo, es pertinente indicar que la Ley 

2080 del 25 de enero de 2021, “por medio de la cual se reforma el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 

2011 y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos 

que se tramitan ante la jurisdicción” estableció en el artículo 38 el trámite que se 

debe surtir para la resolución de las excepciones previas así: 

 

“Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 
2011, el cual será del siguiente tenor: 
 
Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma 
prevista en el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la 
parte demandante podrá pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere 
el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con las demás 
excepciones podrá también solicitar pruebas. 
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los 
artículos 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera 
la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del 
citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto que cita a 
la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá 
las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión. 
 
Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las 
excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando se 

 

1 De conformidad con lo obrante en el expediente, la Nación, - Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, contestaron la demanda. Ver archivo 011 del expediente 
digital.  

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00158-00 
DEMANDANTE MARIELA CANO CASTILLO 

DEMANDADO NACIÓN- MINISTERIO    DE    EDUCACIÓN    
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES   DEL   MAGISTERIO – SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ- FIDUPREVISORA S.A. 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
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advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. Las excepciones de 
cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán fundadas 
mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el numeral tercero 
del artículo 182A.” 
 

Revisado el expediente, la NACIÓN, - MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO dentro del término de traslado correspondiente, contestó la 
demanda en término.[ pdf 011]. 

De las excepciones propuestas: 

 La Nación,  Ministerio de Educación Nacional y el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, propusieron las siguientes 

excepciones previas: 

- Ineptitud de la demanda por falta de requisitos formales. [Fl.28] 

- Falta de Legitimación en la causa por pasiva. [Fl 29] 

- Prescripción. [Fl 30] 

- Caducidad. [Fl 30] 

Las demás excepciones propuestas por las entidades demandadas, no 

corresponden a las enlistadas en el artículo 100 del Código General del Proceso y, 

se resolverán en el estudio de fondo del asunto, de conformidad el inciso 4 del 

parágrafo dos del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, que dispone: 

“Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.” 

No obstante, teniendo en cuenta que los medios exceptivos de: i) Ineptitud 

sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales, ii) Falta de Legitimación 

en la causa por pasiva, iii) Prescripción y, iv) Caducidad, tienen la calidad de 

previos, se entrará a resolver en esta etapa procesal. 

Dentro del término de traslado de las excepciones la parte demandante se 

pronunció sobre las mismas y se opuso a su prosperidad.  

1. Ineptitud sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales.  

Estima la parte accionada que: 

Es claro entonces que el demandante persigue que el juez(a) de la presente 
causa declare la nulidad del acto administrativo ficto o presunto configurado por 
la presunta no contestación de una solicitud de reconocimiento indemnizatorio 
presentada el día 25 de agosto de 2021 ante el ente territorial. 

Ahora bien, de acuerdo con las gestiones adelantadas por este ministerio para 
estructurar la presente contestación, se tiene que el ente territorial acusado y la 
Fiduprevisora S.A., en su calidad de vocera y administradora del FOMAG, 
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dieron contestación a las comunicaciones remitidas por parte del apoderado de 
la entidad demandante, y la misma se encuentra en el libelo demandatorio”,   

 Consideraciones.  

Al respecto, señala este Despacho que la excepción alegada no tiene vocación de 

prosperidad, como quiera, que dentro el plenario no obra respuesta por la entidad 

demandada a la petición deprecada por la parte actora el 25 de agosto de 2021, 

esto es, el reconocimiento y pago de la sanción moratoria, 

Además, causa extrañeza que el extremo pasivo de esta Litis, se limita a señalar 

que la respuesta a la petición de 25 de agosto de 2021, está dentro del libelo 

demandatorio, más no lo individualiza y/o especifica.  

Ahora bien, si se hace referencia al oficio de 22 de septiembre de 2021, emitido 

por la Secretaría de Educación del Distrito, el mismo, no da respuesta de fondo a 

la petición instaurada por la señora Mariela Cano Castillo, como quiera que la 

entidad remite la solicitud a la Fiduciaria para lo de su competencia2.  

Conforme a lo expuesto, nos encontramos frente a un acto ficto, por cuanto, el 

extremo pasivo de esta Litis, no ha dado respuesta a la solicitud instaurada por la 

señora Mariela Cano Castillo.   

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de inepta 
demanda por falta de requisitos formales.  

2. Falta de legitimación en la causa por pasiva del Fomag: estima la parte 

accionada que:  

“Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 
1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad 
territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. (…)” Cabe destacar que la calidad de empleador no se comparte de 
ninguna forma con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 
FOMAG, que como se citó en párrafos precedentes es una cuenta especial de la 
Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería 
jurídica, cuyos recursos son manejados por una entidad fiduciaria, y está a cargo 
del pago de las prestaciones sociales de los docentes oficiales. 

 Consideraciones. 

Es menester señalar, que la admisión de la demanda fue dirigida igualmente, 

contra la Secretaria de Educación de Bogotá, tal como se observa en el auto 

admisorio de la demanda visible en el archivo 006 del expediente digital.  

Ahora bien, debemos tener en cuenta que con la expedición de la Ley 1955 de 

2019, la norma cambio el panorama de las sanciones moratorias en términos de 

responsabilidad, pues en su artículo 57 parágrafo estableció: 

 

2 Ver folio 60 del archivo 001 del expediente digital. “Por lo anterior y con el fin de responder su solicitud de 
fondo, se dará traslado por competencia a Fiduprevisora S.A, mediante radicado No S-2021-301562 de fecha 
22-09-2021. 
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 “(…) La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el 
pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se 
genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 
radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la 
Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías.  

Y es por esta razón que el pago de las moras generadas a partir de 2020 puede 

ser responsabilidad de la Secretaria de Educación.  

De lo anterior se infiere que en los actos administrativos de reconocimiento y pago 

de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, intervienen la Secretaría de Educación del ente territorial en el cual 

presta sus servicios la docente peticionaria mediante la elaboración del proyecto 

de resolución de reconocimiento prestacional y la Fiduciaria quien administra los 

recursos del Fondo que se encarga de aprobar o improbar el proyecto de 

resolución conforme a la documentación aportada. 

No obstante, es al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio a quien se 
le dio la función de expedir el acto administrativo por el que se dispone el 
pago de la prestación del docente solicitante, a través de la Secretaría de 

Educación. Aunado a lo anterior precisa que la Ley 962 de 2005, tuvo por objeto 

simplificar los trámites de los particulares ante la administración dada la 

complejidad que los caracterizaba, sin que este presupuesto separara la 

competencia del Fondo de reconocer y pagar las prestaciones sociales, lo cual es 

afirmado por el artículo 56 de la ley referenciada. 

De lo anterior se puede concluir, que los entes territoriales actúan como 

facilitadores para que los Docentes Nacionalizados tramiten el reconocimiento y 

pago de su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la administración 

de los recursos de FOMAG, los suscriben, es en representación de dicho Fondo 

por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al ente territorial, ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

Así las cosas, el Despacho considera que esta excepción carece de vocación de 

prosperidad, toda vez que, el ente territorial ya se encuentra vinculado al presente 

trámite procesal y, por otro lado, está más que decantada la jurisprudencia 

respecto de la responsabilidad del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, por cuanto, es quien se le dio la función de expedir el acto 

administrativo por el que se dispone el pago de la prestación del docente 

solicitante.  

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de falta de 
legitimación en la causa por pasiva.  

3. Caducidad. Es pertinente señalar que la parte demandada en su escrito de 

contestación NO SUSTENTÓ el medio exceptivo, solo se limitó a indicar 

que se contabilizara la caducidad a partir del acto expreso que negó el 

reconocimiento de la sanción mora. 
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 Consideraciones.  

Conforme a las pruebas que militan en el expediente evidencia esta Judicatura 

que la parte actora solicita la nulidad del acto ficto derivado de la ausencia de 

contestación a la petición de 25 de agosto de 2021; es decir, que en la presente 

demanda estamos frente a un acto administrativo negativo.  

Para el caso, nos encontramos con pretensiones que versan sobre actos producto 

del silencio administrativo, es decir que se originan en un acto ficto o presunto, 

derivado de la omisión de la demandada en dar curso al pronunciamiento que 

debió ameritar una respuesta de fondo a la demandante.  

Es así que, realizando un análisis normativo y jurisprudencial sobre la caducidad, 

que, conformado con lo obrante en el proceso, se verifica la existencia de un Acto 

Administrativo Ficto o presunto, lo cual, en relación al término para demandar, nos 

permite concluir de manera diáfana, que para el caso sub examine, se tendrá en 

cuenta lo consagrado en el numeral 1, literal d del artículo 164 de la Ley 1437 de 

2011 y, por lo tanto, no procede la caducidad del medio de control 

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de 
caducidad.   

4. PRESCRIPCIÓN. En relación con esta excepción se debe precisar que 

solamente es procedente cuando sea de carácter extintiva, que es la 

señalada taxativamente en la norma, no obstante, lo anterior, de las 
pretensiones de la demanda se evidencia que la parte actora está 
solicitando las cesantías del año 2020, es decir, que, siguiendo los 
postulados jurisprudenciales, el extremo activo de esta Litis aún está 
en tiempo para solicitar dicho reconocimiento, de conformidad con lo 
preceptuado por el artículo 99 de la Ley 50 de 1990.  

Así las cosas, al no encontrarse probada ninguna excepción de carácter previo, se 

da por concluida esta etapa procesal, en consecuencia este Despacho, 

RESUELVE 

PRIMERO: DECLARAR no probadas las excepciones denominadas inepta 
demanda por falta de requisitos formales, falta de legitimación 
en la causa por pasiva y caducidad, propuestas por NACIÓN - 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG, de acuerdo con lo 

expuesto anteriormente. 

SEGUNDO: RECONOCER PERSONERÍA a la doctora Jenny Katherine 
Ramírez Rubio, identificada con cédula de ciudadanía N° 

1.030.570.557 y T.P. 310.344 del C.S. de la J, como apoderado de la 

Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fomag, en los 

términos del poder conferido [fl 33- 34 archivo 011] 
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TERCERO: Ejecutoriada la providencia, ingrésese para proveer. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 

CLM. 
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Bogotá D.C. seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 

Agotado el término de traslado de las excepciones propuestas por la NACIÓN, - 
MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO1, y a efectos de dar continuidad 

al trámite procesal correspondiente, procederá el Despacho a indicar que sería el 

caso anunciar sentencia anticipada, sin embargo, es pertinente indicar que la Ley 

2080 del 25 de enero de 2021, “por medio de la cual se reforma el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 

2011 y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos 

que se tramitan ante la jurisdicción” estableció en el artículo 38 el trámite que se 

debe surtir para la resolución de las excepciones previas así: 

 

“Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 
2011, el cual será del siguiente tenor: 
 
Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma 
prevista en el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la 
parte demandante podrá pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere 
el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con las demás 
excepciones podrá también solicitar pruebas. 
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los 
artículos 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera 
la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del 
citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto que cita a 
la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá 
las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión. 
 
Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las 
excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando se 
advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. Las excepciones de 
cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán fundadas 
mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el numeral 

 

1 De conformidad con lo obrante en el expediente, la Nación, - Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, contestaron la demanda. Ver archivo 011 del expediente 
digital.  
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tercero del artículo 182A.” 
 

Revisado el expediente, la NACIÓN, - MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO dentro del término de traslado correspondiente, contestó la 
demanda en término. (fs. Visible en la carpeta 011 del expediente digital). 

De las excepciones propuestas: 

 La Nación, el Ministerio de Educación Nacional y el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, propusieron las siguientes 

excepciones previas: 

- Ineptitud sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales. 

(Fl.28) 

- Falta de Legitimación en la causa por pasiva. (Fl.29). 

- Prescripción. (Fl. 30). 

- Caducidad. (Fl. 30) 

Las demás excepciones propuestas por las entidades demandadas, no 

corresponden a las enlistadas en el artículo 100 del Código General del Proceso y, 

se resolverán en el estudio de fondo del asunto, de conformidad el inciso 4 del 

parágrafo dos del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, que dispone: 

“Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.” 

No obstante, teniendo en cuenta que los medios exceptivos de: i) Ineptitud 

sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales, ii) Falta de Legitimación 

en la causa por pasiva, iii) Prescripción y, iv) Caducidad, tienen la calidad de 

previos, se entrará a resolver en esta etapa procesal. 

1. Ineptitud sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales. 
Estima la parte accionada que: 

Es claro entonces que el demandante persigue que el juez(a) de la presente 

causa declare la nulidad del acto administrativo ficto o presunto configurado por la 

presunta no contestación de una solicitud de reconocimiento indemnizatorio 

presentada el día 25 de agosto de 2021 ante el ente territorial.  

Ahora bien, de acuerdo con las gestiones adelantadas por este ministerio para 

estructurar la presente contestación, se tiene que el ente territorial acusado y la 

Fiduprevisora S.A., en su calidad de vocera y administradora del FOMAG, dieron 

contestación a las comunicaciones remitidas por parte del apoderado de la 

entidad demandante, y la misma se encuentra en el libelo demandatorio. 

 Consideraciones.  

Al respecto, señala este Despacho que la excepción alegada no tiene vocación de 

prosperidad, como quiera, que dentro el plenario no obra respuesta a la petición 
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deprecada por la parte actora el 25 de agosto de 2021, esto es, el reconocimiento 

y pago de la sanción moratoria. 

Además, causa extrañeza que el extremo pasivo de esta Litis, se limita a señalar 

que la respuesta a la petición de 25 de agosto de 2021, está dentro del libelo 

demandatorio, más no lo individualiza y/o especifica.  

Ahora bien, si se hace referencia al oficio de 15 de septiembre de 2021, emitido 

por la Secretaría de Educación del Distrito, el mismo, no da respuesta de fondo a 

la petición instaurada por la señora Karol Marcela Castillo Agudelo, como quiera 

que la entidad remite la solicitud a la Fiduciaria para lo de su competencia2.  

Conforme a lo expuesto, nos encontramos frente a un acto ficto, por cuanto, el 

extremo pasivo de esta Litis, no ha dado respuesta a la solicitud instaurada por la 

Karol Marcela Castillo Agudelo. 

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de inepta 
demanda por falta de requisitos formales.  

2. Falta de legitimación en la causa por pasiva del Fomag: estima la parte 

accionada que:  

“Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 

1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad 

territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio. (…)” Cabe destacar que la calidad de empleador no se comparte de 

ninguna forma con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 

FOMAG, que como se citó en párrafos precedentes es una cuenta especial de la 

Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería 

jurídica, cuyos recursos son manejados por una entidad fiduciaria, y está a cargo 

del pago de las prestaciones sociales de los docentes oficiales. 

 Consideraciones. 

Es menester señalar, que la admisión de la demanda fue dirigida igualmente, 

contra la Secretaria de Educación de Bogotá, tal como se observa en el archivo 

006 del expediente digital.  

Ahora bien, debemos tener en cuenta que con la expedición de la Ley 1955 de 

2019, la norma cambio el panorama de las sanciones moratorias en términos de 

responsabilidad, pues en su artículo 57 parágrafo estableció: 

 “(…) La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el 
pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se 
genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 
radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la 
Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías.  

 

2 Ver folio 59 del archivo 001 del expediente digital. “Por lo anterior y con el fin de responder su solicitud de 
fondo, se dará traslado por competencia a Fiduprevisora S.A, mediante radicado No S-2021-297589 de fecha 
15-09-2021. 
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Y es por esta razón que las moras generadas a partir de 2020 pueden ser 

responsabilidad de la Secretaria de Educación.  

De lo anterior se infiere que en los actos administrativos de reconocimiento y pago 

de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, intervienen la Secretaría de Educación del ente territorial en el cual 

presta sus servicios la docente peticionaria mediante la elaboración del proyecto 

de resolución de reconocimiento prestacional y la Fiduciaria quien administra los 

recursos del Fondo que se encarga de aprobar o improbar el proyecto de 

resolución conforme a la documentación aportada. 

No obstante, es al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio a quien se 
le dio la función de expedir el acto administrativo por el que se dispone el 
pago de la prestación del docente solicitante, a través de la Secretaría de 

Educación. Aunado a lo anterior precisa que la Ley 962 de 2005, tuvo por objeto 

simplificar los trámites de los particulares ante la administración dada la 

complejidad que los caracterizaba, sin que este presupuesto separara la 

competencia del Fondo de reconocer y pagar las prestaciones sociales, lo cual es 

afirmado por el artículo 56 de la ley referenciada. 

De lo anterior se puede concluir, que los entes territoriales actúan como 

facilitadores para que los Docentes Nacionalizados tramiten el reconocimiento y 

pago de su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la administración 

de los recursos de FOMAG, los suscriben, es en representación de dicho Fondo 

por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al ente territorial, ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

Así las cosas, el Despacho considera que esta excepción carece de vocación de 

prosperidad, toda vez que, el ente territorial ya se encuentra vinculado al presente 

trámite procesal y, por otro lado, está más que decantada la jurisprudencia 

respecto de la responsabilidad del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, por cuanto, es quien se le dio la función de expedir el acto 

administrativo por el que se dispone el pago de la prestación del docente 

solicitante.  

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de falta de 
legitimación en la causa por pasiva.  

3. Caducidad. Es pertinente señalar que la parte demandada en su escrito de 

contestación no sustentó el medio exceptivo, solo se limitó a indicar que se 

contabilizara la caducidad a partir del acto expreso que negó el 

reconocimiento de la sanción mora. 

 Consideraciones.  

Conforme a las pruebas que militan en el expediente evidencia esta Judicatura 

que la parte actora solicita la nulidad del acto ficto derivado de la ausencia de 

contestación a la petición de 25 de agosto de 2021; es decir, que en la presente 

demanda nos encontramos frente a un acto administrativo negativo.  
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Para el caso, nos encontramos con pretensiones que versan sobre actos producto 

del silencio administrativo, es decir que se originan en un acto ficto o presunto, 

derivado de la omisión de la demandada en dar curso al pronunciamiento que 

debió ameritar una respuesta de fondo a la demandante.  

Es así que, realizando un análisis normativo y jurisprudencial sobre la caducidad, 

que, conformado con lo obrante en el proceso, se verifica la existencia de un Acto 

Administrativo Ficto o presunto, lo cual, en relación al término para demandar, nos 

permite concluir de manera diáfana, que para el caso sub examine, se tendrá en 

cuenta lo consagrado en el numeral 1, literal d del artículo 164 de la Ley 1437 de 

2011 y, por lo tanto, no procede la caducidad del medio de control 

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de 
caducidad.   

4. PRESCRIPCIÓN: En relación con esta excepción se debe precisar que 

solamente es procedente cuando sea de carácter extintiva, que es la 

señalada taxativamente en la norma, no obstante, lo anterior, de las 
pretensiones de la demanda se evidencia que la parte actora está 
solicitando las cesantías del año 2020, es decir, que, siguiendo los 
postulados jurisprudenciales, el extremo activo de esta Litis aún está 
en tiempo para solicitar dicho reconocimiento, de conformidad con lo 
preceptuado por el artículo 99 de la Ley 50 de 1990. 

Así las cosas, al no encontrarse probada ninguna excepción de carácter previo, se 

da por concluida esta etapa procesal, este Despacho, 

RESUELVE 

PRIMERO: DECLARAR no probadas las excepciones denominadas inepta 
demanda por falta de requisitos formales, falta de legitimación 
en la causa por pasiva, caducidad, propuestas por NACIÓN - 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG, de acuerdo con lo 

expuesto anteriormente. 

SEGUNDO: RECONOCER PERSONERÍA a la abogada Jenny Katherine 
Ramírez Rubio, identificada con cédula de ciudadanía N° 

1.030.570.557 y T.P. 310.344 del C.S. de la J, como apoderada de la 

Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fomag, en los 

términos del poder conferido (f. 33-34 de la carpeta denominada 

011). 

TERCERO: Ejecutoriada la providencia, ingrésese para proveer. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 
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Bogotá D.C. seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 

Agotado el término de traslado de las excepciones propuestas por la NACIÓN, - 
MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO1, y a efectos de dar continuidad 

al trámite procesal correspondiente, procederá el Despacho a indicar que sería el 

caso anunciar sentencia anticipada, sin embargo, es pertinente indicar que la Ley 

2080 del 25 de enero de 2021, “por medio de la cual se reforma el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 

2011 y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos 

que se tramitan ante la jurisdicción” estableció en el artículo 38 el trámite que se 

debe surtir para la resolución de las excepciones previas así: 

 

“Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 
2011, el cual será del siguiente tenor: 
 
Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma 
prevista en el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la 
parte demandante podrá pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere 
el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con las demás 
excepciones podrá también solicitar pruebas. 
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los 
artículos 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera 
la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del 
citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto que cita a 
la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá 
las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión. 
 
Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las 
excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando se 
advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. Las excepciones de 
cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 

 

1 De conformidad con lo obrante en el expediente, la Nación, - Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, contestaron la demanda. Ver archivo 011 del expediente 
digital.  
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legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán fundadas 
mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el numeral 
tercero del artículo 182A.” 
 

Revisado el expediente, la NACIÓN, - MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO dentro del término de traslado correspondiente, contestó la 
demanda en término. (fs. Visible en la carpeta 011 del expediente digital). 

De las excepciones propuestas: 

 La Nación, el Ministerio de Educación Nacional y el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, propusieron las siguientes 

excepciones previas: 

- Ineptitud sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales. 

(Fl.28) 

- Falta de Legitimación en la causa por pasiva. (Fl.29). 

- Prescripción. (Fl. 30). 

- Caducidad. (Fl. 30) 

Las demás excepciones propuestas por las entidades demandadas, no 

corresponden a las enlistadas en el artículo 100 del Código General del Proceso y, 

se resolverán en el estudio de fondo del asunto, de conformidad el inciso 4 del 

parágrafo dos del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, que dispone: 

“Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.” 

No obstante, teniendo en cuenta que los medios exceptivos de: i) Ineptitud 

sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales, ii) Falta de Legitimación 

en la causa por pasiva, iii) Prescripción y, iv) Caducidad, tienen la calidad de 

previos, se entrará a resolver en esta etapa procesal. 

1. Ineptitud sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales. 
Estima la parte accionada que: 

Es claro entonces que el demandante persigue que el juez(a) de la presente 

causa declare la nulidad del acto administrativo ficto o presunto configurado por 

la presunta no contestación de una solicitud de reconocimiento indemnizatorio 

presentada el día 7 de agosto de 2021 ante el ente territorial.  

Ahora bien, de acuerdo con las gestiones adelantadas por este ministerio para 

estructurar la presente contestación, se tiene que el ente territorial acusado y la 

Fiduprevisora S.A., en su calidad de vocera y administradora del FOMAG, dieron 

contestación a las comunicaciones remitidas por parte del apoderado de la 

entidad demandante, y la misma se encuentra en el libelo demandatorio. 
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 Consideraciones.  

Al respecto, señala este Despacho que la excepción alegada no tiene vocación de 

prosperidad, como quiera, que dentro el plenario no obra respuesta a la petición 

deprecada por la parte actora el 7 de agosto de 2021, esto es, el reconocimiento 

y pago de la sanción moratoria. 

Además, causa extrañeza que el extremo pasivo de esta Litis, se limita a señalar 

que la respuesta a la petición de 7 de agosto de 2021, está dentro del libelo 

demandatorio, más no lo individualiza y/o especifica.  

Ahora bien, si se hace referencia al oficio de 23 de agosto de 2021, emitido por la 

Secretaría de Educación del Distrito, el mismo, no da respuesta de fondo a la 

petición instaurada por el señor Eduith José Cárdenas Mendoza, como quiera 

que la entidad remite la solicitud a la Fiduciaria para lo de su competencia2.  

Conforme a lo expuesto, nos encontramos frente a un acto ficto, por cuanto, el 

extremo pasivo de esta Litis, no ha dado respuesta a la solicitud instaurada por 

Eduith José Cárdenas Mendoza.  

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de inepta 
demanda por falta de requisitos formales.  

2. Falta de legitimación en la causa por pasiva del Fomag: estima la parte 

accionada que:  

“Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 

1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad 

territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio. (…)” Cabe destacar que la calidad de empleador no se comparte de 

ninguna forma con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 

FOMAG, que como se citó en párrafos precedentes es una cuenta especial de la 

Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería 

jurídica, cuyos recursos son manejados por una entidad fiduciaria, y está a cargo 

del pago de las prestaciones sociales de los docentes oficiales. 

 Consideraciones. 

Es menester señalar, que la admisión de la demanda fue dirigida igualmente, 

contra la Secretaria de Educación de Bogotá, tal como se observa en el archivo 

006 del expediente digital.  

Ahora bien, debemos tener en cuenta que con la expedición de la Ley 1955 de 

2019, la norma cambio el panorama de las sanciones moratorias en términos de 

responsabilidad, pues en su artículo 57 parágrafo estableció: 

 “(…) La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el 
pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se 
genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 
radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la 

 

2 Ver folio 59 del archivo 001 del expediente digital. “Por lo anterior y con el fin de responder su solicitud de 
fondo, se dará traslado por competencia a Fiduprevisora S.A, mediante radicado No S-2021-273529 de fecha 
23-08-2021. 
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Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías.  

Y es por esta razón que las moras generadas a partir de 2020 pueden ser 

responsabilidad de la Secretaria de Educación.  

De lo anterior se infiere que en los actos administrativos de reconocimiento y pago 

de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, intervienen la Secretaría de Educación del ente territorial en el cual 

presta sus servicios la docente peticionaria mediante la elaboración del proyecto 

de resolución de reconocimiento prestacional y la Fiduciaria quien administra los 

recursos del Fondo que se encarga de aprobar o improbar el proyecto de 

resolución conforme a la documentación aportada. 

No obstante, es al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio a quien se 
le dio la función de expedir el acto administrativo por el que se dispone el 
pago de la prestación del docente solicitante, a través de la Secretaría de 

Educación. Aunado a lo anterior precisa que la Ley 962 de 2005, tuvo por objeto 

simplificar los trámites de los particulares ante la administración dada la 

complejidad que los caracterizaba, sin que este presupuesto separara la 

competencia del Fondo de reconocer y pagar las prestaciones sociales, lo cual es 

afirmado por el artículo 56 de la ley referenciada. 

De lo anterior se puede concluir, que los entes territoriales actúan como 

facilitadores para que los Docentes Nacionalizados tramiten el reconocimiento y 

pago de su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la administración 

de los recursos de FOMAG, los suscriben, es en representación de dicho Fondo 

por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al ente territorial, ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

Así las cosas, el Despacho considera que esta excepción carece de vocación de 

prosperidad, toda vez que, el ente territorial ya se encuentra vinculado al presente 

trámite procesal y, por otro lado, está más que decantada la jurisprudencia 

respecto de la responsabilidad del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, por cuanto, es quien se le dio la función de expedir el acto 

administrativo por el que se dispone el pago de la prestación del docente 

solicitante.  

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de falta de 
legitimación en la causa por pasiva.  

3. Caducidad. Es pertinente señalar que la parte demandada en su escrito de 

contestación no sustentó el medio exceptivo, solo se limitó a indicar que se 

contabilizara la caducidad a partir del acto expreso que negó el 

reconocimiento de la sanción mora. 
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 Consideraciones.  

Conforme a las pruebas que militan en el expediente evidencia esta Judicatura 

que la parte actora solicita la nulidad del acto ficto derivado de la ausencia de 

contestación a la petición de 7 de agosto de 2021; es decir, que en la presente 

demanda nos encontramos frente a un acto administrativo negativo.  

Para el caso, nos encontramos con pretensiones que versan sobre actos producto 

del silencio administrativo, es decir que se originan en un acto ficto o presunto, 

derivado de la omisión de la demandada en dar curso al pronunciamiento que 

debió ameritar una respuesta de fondo a la demandante.  

Es así que, realizando un análisis normativo y jurisprudencial sobre la caducidad, 

que, conformado con lo obrante en el proceso, se verifica la existencia de un Acto 

Administrativo Ficto o presunto, lo cual, en relación al término para demandar, nos 

permite concluir de manera diáfana, que para el caso sub examine, se tendrá en 

cuenta lo consagrado en el numeral 1, literal d del artículo 164 de la Ley 1437 de 

2011 y, por lo tanto, no procede la caducidad del medio de control 

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de 
caducidad.   

4. PRESCRIPCIÓN: En relación con esta excepción se debe precisar que 

solamente es procedente cuando sea de carácter extintiva, que es la 

señalada taxativamente en la norma, no obstante, lo anterior, de las 
pretensiones de la demanda se evidencia que la parte actora está 
solicitando las cesantías del año 2020, es decir, que, siguiendo los 
postulados jurisprudenciales, el extremo activo de esta Litis aún está 
en tiempo para solicitar dicho reconocimiento, de conformidad con lo 
preceptuado por el artículo 99 de la Ley 50 de 1990. 

Así las cosas, al no encontrarse probada ninguna excepción de carácter previo, se 

da por concluida esta etapa procesal, este Despacho, 

RESUELVE 

PRIMERO: DECLARAR no probadas las excepciones denominadas inepta 
demanda por falta de requisitos formales, falta de legitimación 
en la causa por pasiva, caducidad, propuestas por NACIÓN - 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG, de acuerdo con lo 

expuesto anteriormente. 

SEGUNDO: RECONOCER PERSONERÍA a la abogada Jenny Katherine 
Ramírez Rubio, identificada con cédula de ciudadanía N° 

1.030.570.557 y T.P. 310.344 del C.S. de la J, como apoderada de la 

Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fomag, en los 

términos del poder conferido (f. 57-58 de la carpeta denominada 

011). 

TERCERO: Ejecutoriada la providencia, ingrésese para proveer. 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 
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Bogotá D.C. seis (6) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 

Agotado el término de traslado de las excepciones propuestas por la NACIÓN, - 
MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO1, y a efectos de dar continuidad 

al trámite procesal correspondiente, procederá el Despacho a indicar que sería el 

caso anunciar sentencia anticipada, sin embargo, es pertinente indicar que la Ley 

2080 del 25 de enero de 2021, “por medio de la cual se reforma el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 

2011 y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos 

que se tramitan ante la jurisdicción” estableció en el artículo 38 el trámite que se 

debe surtir para la resolución de las excepciones previas así: 

 

“Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 
2011, el cual será del siguiente tenor: 
 
Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma 
prevista en el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la 
parte demandante podrá pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere 
el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con las demás 
excepciones podrá también solicitar pruebas. 
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los 
artículos 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera 
la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del 
citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto que cita a 
la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá 
las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión. 
 
Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las 
excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando se 

 

1 De conformidad con lo obrante en el expediente, la Nación, - Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, contestaron la demanda. Ver archivo 011 del expediente 
digital.  
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MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
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advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. Las excepciones de 
cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán fundadas 
mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el numeral tercero 
del artículo 182A.” 
 

Revisado el expediente, la NACIÓN, - MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO dentro del término de traslado correspondiente, contestó la 
demanda en término.[ pdf 011]. 

De las excepciones propuestas: 

 La Nación,  Ministerio de Educación Nacional y el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, propusieron las siguientes 

excepciones previas: 

- Ineptitud de la demanda por falta de requisitos formales. [Fl.28] 

- Falta de Legitimación en la causa por pasiva. [Fl 29] 

- Prescripción. [Fl 30] 

- Caducidad. [Fl 30] 

Las demás excepciones propuestas por las entidades demandadas, no 

corresponden a las enlistadas en el artículo 100 del Código General del Proceso y, 

se resolverán en el estudio de fondo del asunto, de conformidad el inciso 4 del 

parágrafo dos del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, que dispone: 

“Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.” 

No obstante, teniendo en cuenta que los medios exceptivos de: i) Ineptitud 

sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales, ii) Falta de Legitimación 

en la causa por pasiva, iii) Prescripción y, iv) Caducidad, tienen la calidad de 

previos, se entrará a resolver en esta etapa procesal. 

Dentro del término de traslado de las excepciones la parte demandante se 

pronunció sobre las mismas y se opuso a su prosperidad.  

1. Ineptitud sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales.  

Estima la parte accionada que: 

Es claro entonces que el demandante persigue que el juez(a) de la presente 
causa declare la nulidad del acto administrativo ficto o presunto configurado por 
la presunta no contestación de una solicitud de reconocimiento indemnizatorio 
presentada el día 9 de agosto de 2021 ante el ente territorial. 

Ahora bien, de acuerdo con las gestiones adelantadas por este ministerio para 
estructurar la presente contestación, se tiene que el ente territorial acusado y la 
Fiduprevisora S.A., en su calidad de vocera y administradora del FOMAG, 
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dieron contestación a las comunicaciones remitidas por parte del apoderado de 
la entidad demandante, y la misma se encuentra en el libelo demandatorio”,   

 Consideraciones.  

Al respecto, señala este Despacho que la excepción alegada no tiene vocación de 

prosperidad, como quiera, que dentro el plenario no obra respuesta por la entidad 

demandada a la petición deprecada por la parte actora el 9 de agosto de 2021, 

esto es, el reconocimiento y pago de la sanción moratoria, 

Además, causa extrañeza que el extremo pasivo de esta Litis, se limita a señalar 

que la respuesta a la petición de 9 de agosto de 2021, está dentro del libelo 

demandatorio, más no lo individualiza y/o especifica.  

Ahora bien, si se hace referencia al oficio de 23 de agosto de 2021, emitido por la 

Secretaría de Educación del Distrito, el mismo, no da respuesta de fondo a la 

petición instaurada por la señora María Janeth Murcia Molina, como quiera que la 

entidad remite la solicitud a la Fiduciaria para lo de su competencia2.  

Conforme a lo expuesto, nos encontramos frente a un acto ficto, por cuanto, el 

extremo pasivo de esta Litis, no ha dado respuesta a la solicitud instaurada por la 

señora María Janeth Murcia Molina.   

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de inepta 
demanda por falta de requisitos formales.  

2. Falta de legitimación en la causa por pasiva del Fomag: estima la parte 

accionada que:  

“Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 
1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad 
territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. (…)” Cabe destacar que la calidad de empleador no se comparte de 
ninguna forma con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 
FOMAG, que como se citó en párrafos precedentes es una cuenta especial de la 
Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería 
jurídica, cuyos recursos son manejados por una entidad fiduciaria, y está a cargo 
del pago de las prestaciones sociales de los docentes oficiales. 

 Consideraciones. 

Es menester señalar, que la admisión de la demanda fue dirigida igualmente, 

contra la Secretaria de Educación de Bogotá, tal como se observa en el auto 

admisorio de la demanda visible en el archivo 006 del expediente digital.  

Ahora bien, debemos tener en cuenta que con la expedición de la Ley 1955 de 

2019, la norma cambio el panorama de las sanciones moratorias en términos de 

responsabilidad, pues en su artículo 57 parágrafo estableció: 

 

2 Ver folio 59 del archivo 001 del expediente digital. “Por lo anterior y con el fin de responder su solicitud de 
fondo, se dará traslado por competencia a Fiduprevisora S.A, mediante radicado No S-2021-273529 de fecha 
23-08-2021. 
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 “(…) La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el 
pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se 
genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 
radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la 
Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías.  

Y es por esta razón que el pago de las moras generadas a partir de 2020 puede 

ser responsabilidad de la Secretaria de Educación.  

De lo anterior se infiere que en los actos administrativos de reconocimiento y pago 

de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, intervienen la Secretaría de Educación del ente territorial en el cual 

presta sus servicios la docente peticionaria mediante la elaboración del proyecto 

de resolución de reconocimiento prestacional y la Fiduciaria quien administra los 

recursos del Fondo que se encarga de aprobar o improbar el proyecto de 

resolución conforme a la documentación aportada. 

No obstante, es al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio a quien se 
le dio la función de expedir el acto administrativo por el que se dispone el 
pago de la prestación del docente solicitante, a través de la Secretaría de 

Educación. Aunado a lo anterior precisa que la Ley 962 de 2005, tuvo por objeto 

simplificar los trámites de los particulares ante la administración dada la 

complejidad que los caracterizaba, sin que este presupuesto separara la 

competencia del Fondo de reconocer y pagar las prestaciones sociales, lo cual es 

afirmado por el artículo 56 de la ley referenciada. 

De lo anterior se puede concluir, que los entes territoriales actúan como 

facilitadores para que los Docentes Nacionalizados tramiten el reconocimiento y 

pago de su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la administración 

de los recursos de FOMAG, los suscriben, es en representación de dicho Fondo 

por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al ente territorial, ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

Así las cosas, el Despacho considera que esta excepción carece de vocación de 

prosperidad, toda vez que, el ente territorial ya se encuentra vinculado al presente 

trámite procesal y, por otro lado, está más que decantada la jurisprudencia 

respecto de la responsabilidad del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, por cuanto, es quien se le dio la función de expedir el acto 

administrativo por el que se dispone el pago de la prestación del docente 

solicitante.  

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de falta de 
legitimación en la causa por pasiva.  

3. Caducidad. Es pertinente señalar que la parte demandada en su escrito de 

contestación NO SUSTENTÓ el medio exceptivo, solo se limitó a indicar 

que se contabilizara la caducidad a partir del acto expreso que negó el 

reconocimiento de la sanción mora. 
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 Consideraciones.  

Conforme a las pruebas que militan en el expediente evidencia esta Judicatura 

que la parte actora solicita la nulidad del acto ficto derivado de la ausencia de 

contestación a la petición de 9 de agosto de 2021; es decir, que en la presente 

demanda estamos frente a un acto administrativo negativo.  

Para el caso, nos encontramos con pretensiones que versan sobre actos producto 

del silencio administrativo, es decir que se originan en un acto ficto o presunto, 

derivado de la omisión de la demandada en dar curso al pronunciamiento que 

debió ameritar una respuesta de fondo a la demandante.  

Es así que, realizando un análisis normativo y jurisprudencial sobre la caducidad, 

que, conformado con lo obrante en el proceso, se verifica la existencia de un Acto 

Administrativo Ficto o presunto, lo cual, en relación al término para demandar, nos 

permite concluir de manera diáfana, que para el caso sub examine, se tendrá en 

cuenta lo consagrado en el numeral 1, literal d del artículo 164 de la Ley 1437 de 

2011 y, por lo tanto, no procede la caducidad del medio de control 

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de 
caducidad.   

4. PRESCRIPCIÓN. En relación con esta excepción se debe precisar que 

solamente es procedente cuando sea de carácter extintiva, que es la 

señalada taxativamente en la norma, no obstante, lo anterior, de las 
pretensiones de la demanda se evidencia que la parte actora está 
solicitando las cesantías del año 2020, es decir, que, siguiendo los 
postulados jurisprudenciales, el extremo activo de esta Litis aún está 
en tiempo para solicitar dicho reconocimiento, de conformidad con lo 
preceptuado por el artículo 99 de la Ley 50 de 1990.  

Así las cosas, al no encontrarse probada ninguna excepción de carácter previo, se 

da por concluida esta etapa procesal, en consecuencia este Despacho, 

RESUELVE 

PRIMERO: DECLARAR no probadas las excepciones denominadas inepta 
demanda por falta de requisitos formales, falta de legitimación 
en la causa por pasiva y caducidad, propuestas por NACIÓN - 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG, de acuerdo con lo 

expuesto anteriormente. 

SEGUNDO: RECONOCER PERSONERÍA a la doctora Jenny Katherine 
Ramírez Rubio, identificada con cédula de ciudadanía N° 

1.030.570.557 y T.P. 310.344 del C.S. de la J, como apoderado de la 

Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fomag, en los 

términos del poder conferido [fl 33- 34 archivo 011] 
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TERCERO: Ejecutoriada la providencia, ingrésese para proveer. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 

CLM. 
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Bogotá D.C. seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 

Agotado el término de traslado de las excepciones propuestas por la NACIÓN, - 
MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO1, y a efectos de dar continuidad 

al trámite procesal correspondiente, procederá el Despacho a indicar que sería el 

caso anunciar sentencia anticipada, sin embargo, es pertinente indicar que la Ley 

2080 del 25 de enero de 2021, “por medio de la cual se reforma el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 

2011 y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos 

que se tramitan ante la jurisdicción” estableció en el artículo 38 el trámite que se 

debe surtir para la resolución de las excepciones previas así: 

 

“Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 
2011, el cual será del siguiente tenor: 
 
Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma 
prevista en el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la 
parte demandante podrá pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere 
el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con las demás 
excepciones podrá también solicitar pruebas. 
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los 
artículos 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera 
la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del 
citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto que cita a 
la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá 
las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión. 
 
Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las 
excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando se 
advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. Las excepciones de 
cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 

 

1 De conformidad con lo obrante en el expediente, la Nación, - Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, contestaron la demanda. Ver archivo 011 del expediente 
digital.  
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legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán fundadas 
mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el numeral 
tercero del artículo 182A.” 
 

Revisado el expediente, la NACIÓN, - MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO dentro del término de traslado correspondiente, contestó la 
demanda en término. (fs. Visible en la carpeta 011 del expediente digital). 

De las excepciones propuestas: 

 La Nación, el Ministerio de Educación Nacional y el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, propusieron las siguientes 

excepciones previas: 

- Ineptitud sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales. 

(Fl.28) 

- Falta de Legitimación en la causa por pasiva. (Fl.29). 

- Prescripción. (Fl. 30). 

- Caducidad. (Fl. 30) 

Las demás excepciones propuestas por las entidades demandadas, no 

corresponden a las enlistadas en el artículo 100 del Código General del Proceso y, 

se resolverán en el estudio de fondo del asunto, de conformidad el inciso 4 del 

parágrafo dos del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, que dispone: 

“Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.” 

No obstante, teniendo en cuenta que los medios exceptivos de: i) Ineptitud 

sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales, ii) Falta de Legitimación 

en la causa por pasiva, iii) Prescripción y, iv) Caducidad, tienen la calidad de 

previos, se entrará a resolver en esta etapa procesal. 

1. Ineptitud sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales. 
Estima la parte accionada que: 

Es claro entonces que el demandante persigue que el juez(a) de la presente causa 

declare la nulidad del acto administrativo ficto o presunto configurado por la 

presunta no contestación de una solicitud de reconocimiento indemnizatorio 

presentada el día 20 de agosto de 2021 ante el ente territorial.  

Ahora bien, de acuerdo con las gestiones adelantadas por este ministerio para 

estructurar la presente contestación, se tiene que el ente territorial acusado y la 

Fiduprevisora S.A., en su calidad de vocera y administradora del FOMAG, dieron 

contestación a las comunicaciones remitidas por parte del apoderado de la entidad 

demandante, y la misma se encuentra en el libelo demandatorio. 

 

 



N.R.D. 2022-0166-00 
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 Consideraciones.  

Al respecto, señala este Despacho que la excepción alegada no tiene vocación de 

prosperidad, como quiera, que dentro el plenario no obra respuesta a la petición 

deprecada por la parte actora el 20 de agosto de 2021, esto es, el reconocimiento 

y pago de la sanción moratoria. 

Además, causa extrañeza que el extremo pasivo de esta Litis, se limita a señalar 

que la respuesta a la petición de 20 de agosto de 2021, está dentro del libelo 

demandatorio, más no lo individualiza y/o especifica.  

Ahora bien, si se hace referencia al oficio de 22 de septiembre de 2021, emitido 

por la Secretaría de Educación del Distrito, el mismo, no da respuesta de fondo a 

la petición instaurada por la señora Clara Inés Rivera de Ríos, como quiera que 

la entidad remite la solicitud a la Fiduciaria para lo de su competencia2.  

Conforme a lo expuesto, nos encontramos frente a un acto ficto, por cuanto, el 

extremo pasivo de esta Litis, no ha dado respuesta a la solicitud instaurada por 

Clara Inés Rivera de Ríos. 

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de inepta 
demanda por falta de requisitos formales.  

2. Falta de legitimación en la causa por pasiva del Fomag: estima la parte 

accionada que:  

“Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 

1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad 

territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio. (…)” Cabe destacar que la calidad de empleador no se comparte de 

ninguna forma con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 

FOMAG, que como se citó en párrafos precedentes es una cuenta especial de la 

Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería 

jurídica, cuyos recursos son manejados por una entidad fiduciaria, y está a cargo 

del pago de las prestaciones sociales de los docentes oficiales. 

 Consideraciones. 

Es menester señalar, que la admisión de la demanda fue dirigida igualmente, 

contra la Secretaria de Educación de Bogotá, tal como se observa en el archivo 

006 del expediente digital.  

Ahora bien, debemos tener en cuenta que con la expedición de la Ley 1955 de 

2019, la norma cambio el panorama de las sanciones moratorias en términos de 

responsabilidad, pues en su artículo 57 parágrafo estableció: 

 “(…) La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el 
pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se 
genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 
radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la 

 

2 Ver folio 58 del archivo 001 del expediente digital. “Por lo anterior y con el fin de responder su solicitud de 
fondo, se dará traslado por competencia a Fiduprevisora S.A, mediante radicado No S-2021-301562 de fecha 
22-09-2021. 
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Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías.  

Y es por esta razón que las moras generadas a partir de 2020 pueden ser 

responsabilidad de la Secretaria de Educación.  

De lo anterior se infiere que en los actos administrativos de reconocimiento y pago 

de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, intervienen la Secretaría de Educación del ente territorial en el cual 

presta sus servicios la docente peticionaria mediante la elaboración del proyecto 

de resolución de reconocimiento prestacional y la Fiduciaria quien administra los 

recursos del Fondo que se encarga de aprobar o improbar el proyecto de 

resolución conforme a la documentación aportada. 

No obstante, es al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio a quien se 
le dio la función de expedir el acto administrativo por el que se dispone el 
pago de la prestación del docente solicitante, a través de la Secretaría de 

Educación. Aunado a lo anterior precisa que la Ley 962 de 2005, tuvo por objeto 

simplificar los trámites de los particulares ante la administración dada la 

complejidad que los caracterizaba, sin que este presupuesto separara la 

competencia del Fondo de reconocer y pagar las prestaciones sociales, lo cual es 

afirmado por el artículo 56 de la ley referenciada. 

De lo anterior se puede concluir, que los entes territoriales actúan como 

facilitadores para que los Docentes Nacionalizados tramiten el reconocimiento y 

pago de su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la administración 

de los recursos de FOMAG, los suscriben, es en representación de dicho Fondo 

por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al ente territorial, ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

Así las cosas, el Despacho considera que esta excepción carece de vocación de 

prosperidad, toda vez que, el ente territorial ya se encuentra vinculado al presente 

trámite procesal y, por otro lado, está más que decantada la jurisprudencia 

respecto de la responsabilidad del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, por cuanto, es quien se le dio la función de expedir el acto 

administrativo por el que se dispone el pago de la prestación del docente 

solicitante.  

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de falta de 
legitimación en la causa por pasiva.  

3. Caducidad. Es pertinente señalar que la parte demandada en su escrito de 

contestación no sustentó el medio exceptivo, solo se limitó a indicar que se 

contabilizara la caducidad a partir del acto expreso que negó el 

reconocimiento de la sanción mora. 
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 Consideraciones.  

Conforme a las pruebas que militan en el expediente evidencia esta Judicatura 

que la parte actora solicita la nulidad del acto ficto derivado de la ausencia de 

contestación a la petición de 20 de agosto de 2021; es decir, que en la presente 

demanda nos encontramos frente a un acto administrativo negativo.  

Para el caso, nos encontramos con pretensiones que versan sobre actos producto 

del silencio administrativo, es decir que se originan en un acto ficto o presunto, 

derivado de la omisión de la demandada en dar curso al pronunciamiento que 

debió ameritar una respuesta de fondo a la demandante.  

Es así que, realizando un análisis normativo y jurisprudencial sobre la caducidad, 

que, conformado con lo obrante en el proceso, se verifica la existencia de un Acto 

Administrativo Ficto o presunto, lo cual, en relación al término para demandar, nos 

permite concluir de manera diáfana, que para el caso sub examine, se tendrá en 

cuenta lo consagrado en el numeral 1, literal d del artículo 164 de la Ley 1437 de 

2011 y, por lo tanto, no procede la caducidad del medio de control 

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de 
caducidad.   

4. PRESCRIPCIÓN: En relación con esta excepción se debe precisar que 

solamente es procedente cuando sea de carácter extintiva, que es la 

señalada taxativamente en la norma, no obstante, lo anterior, de las 
pretensiones de la demanda se evidencia que la parte actora está 
solicitando las cesantías del año 2020, es decir, que, siguiendo los 
postulados jurisprudenciales, el extremo activo de esta Litis aún está 
en tiempo para solicitar dicho reconocimiento, de conformidad con lo 
preceptuado por el artículo 99 de la Ley 50 de 1990. 

Así las cosas, al no encontrarse probada ninguna excepción de carácter previo, se 

da por concluida esta etapa procesal, este Despacho, 

RESUELVE 

PRIMERO: DECLARAR no probadas las excepciones denominadas inepta 
demanda por falta de requisitos formales, falta de legitimación 
en la causa por pasiva, caducidad, propuestas por NACIÓN - 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG, de acuerdo con lo 

expuesto anteriormente. 

SEGUNDO: RECONOCER PERSONERÍA a la abogada Jenny Katherine 
Ramírez Rubio, identificada con cédula de ciudadanía N° 

1.030.570.557 y T.P. 310.344 del C.S. de la J, como apoderada de la 

Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fomag, en los 

términos del poder conferido (f. 33-34 de la carpeta denominada 

011). 

TERCERO: Ejecutoriada la providencia, ingrésese para proveer. 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 

MAM 
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Bogotá D.C., seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

La parte demandante interpuso y sustentó dentro del término legal, recurso de 

apelación contra el auto de 22 de agosto de 2022, que rechazó la demanda por 
caducidad. Comoquiera que la apelación presentada es procedente, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 62 de la Ley 2080 de 2021, el Juzgado; 
 

R E S U E L V E: 
 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra del auto proferido por este estrado 

judicial el 22 de agosto de 2022, que rechazó la demanda por 
caducidad.  

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 

    

 

 

 

 

 

PROCESO: 11001-33-35-025-2022-0241-00 

DEMANDANTE: DANNY YONATHAN JOJOA ALAPA 
DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- 

EJERCITO NACIONAL 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  



Expediente 2022-0241 
Demandante: Danny Yonathan Jojoa Alapa 

Demandado: Policía Nacional 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por:

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 1ffad93c8b451ec8074046df4a474cb4e0617e7f8ce0f008417f61cb9a1a325b

Documento generado en 05/09/2022 07:54:54 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 
 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

  

Bogotá D.C., seis (6) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00135-00 
DEMANDANTE: DIANA MAGNOLIA REY GALVIS 

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO    DE    EDUCACIÓN    
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES   DEL   MAGISTERIO – SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ- FIDUPREVISORA S.A. 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 

 

Revisado el expediente, se observa que en auto de fecha 16 de mayo de 20221,  

se ordenó oficiar a la FIDUPREVISORA S.A. y a la SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ, para que, allegarán al Despacho los documentos 

relacionados con el reconocimiento y consignación de las cesantías y los intereses 

de las cesantías de la demandante. 

 

Por lo anterior y teniendo en cuenta que no se allegó la totalidad de información 

requerida en el auto de fecha 16 de mayo de 2022 se dispone, REQUERIR por 
última vez, de manera insistente y de forma correcta a: 

 

1. La FIDUPREVISORA S.A , para que allegue con destino a este Despacho, con 

ocasión del reconocimiento del pago de cesantías de la señora DIANA 
MAGNOLIA REY GALVIS identificada con cedula de ciudadanía 52.466.305: 

 

 Certificación de la fecha de consignación de las cesantías y los intereses a 

las cesantías del año 2020. 

 Fecha en que la Fiduciaria impartió aprobación o desaprobación del 

proyecto, y remitió a la entidad territorial la decisión adoptada, a través de la 

plataforma dispuesta para tal fin. 

 

2. La SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTÁ, para que allegue con 

destino a este Despacho, con ocasión del reconocimiento de la pago de 

cesantías la señora DIANA MAGNOLIA REY GALVIS identificada con cedula 

de ciudadanía 52.466.305: 

 

 Resolución que ordenó el reconocimiento de las cesantías anuales del año 

2020. 

 
1 Pdf “006AutoAdmitedemanda” del expediente digital 



N.R.D. 2022-00135-00 
Demandante: DIANA MAGNOLIA REY GALVIS  

Demandada: NACIÓN – MIN. EDUCACIÓN Y OTROS 
 
 

 Fecha en que elaboró, subió y remitió a través de la plataforma dispuesta 

para tal fin el proyecto de acto administrativo debidamente digitalizado con 

su respectivo expediente para que fuera revisado por la fiduciaria. 

 Fecha en que la Secretaría subió y remitió el acto administrativo a la 

Fiduciaria, a través de la plataforma empleada para tal fin. 

 

Para el cumplimiento de lo anterior, se les concede un término de diez (10) días 

contados a partir del día siguiente al recibo del respectivo oficio que para el efecto 

se libre por secretaria.  

 

Se advierte a las entidades demandadas que el incumplimiento a las providencias 

judiciales acarrea sanciones previstas, en la Ley 270 de 1996 “Estatutaria de 

Administración de Justicia” que dispone: 

 

ARTÍCULO 58. MEDIDAS CORRECCIONALES. Los Magistrados, los Fiscales 
y los Jueces tienen la facultad correccional, en virtud de la cual pueden 
sancionar a los particulares, en los siguientes casos: 
 

1. Cuando el particular les falte al respeto con ocasión del servicio o por 
razón de sus actos oficiales o desobedezca órdenes impartidas por 
ellos en ejercicio de sus atribuciones legales. (Negrilla y subrayada 
por el despacho) 

 
ARTÍCULO 59. PROCEDIMIENTO. El magistrado o juez hará saber al infractor 
que su conducta acarrea la correspondiente sanción y de inmediato oirá las 
explicaciones que éste quiera suministrar en su defensa. Si éstas no fueren 
satisfactorias, procederá a señalar la sanción en resolución motivada contra la 
cual solamente procede el recurso de reposición interpuesto en el momento de 
la notificación. El sancionado dispone de veinticuatro horas para sustentar y el 
funcionario de un tiempo igual para resolverlo. 
 
ARTÍCULO 60. SANCIONES. Cuando se trate de un particular, la sanción 
correccional consistirá, según la gravedad de la falta, en multa hasta de diez 
salarios mínimos mensuales. 
Contra las sanciones correccionales sólo procede el recurso de reposición, que 
se resolverá de plano. 

 

Por su parte el Código General del Proceso frente a los poderes correccionales del 

juez, en su artículo 44 indica: 

 

“Sin perjuicio de la acción disciplinaria a que haya lugar, el juez tendrá los 
siguientes poderes correccionales: 
 
1. Sancionar con arresto inconmutable hasta por cinco (5) días a quienes le 
falten al debido respeto en el ejercicio de sus funciones o por razón de ellas. 
 
2. Sancionar con arresto inconmutable hasta por quince (15) días a quien 
impida u obstaculice la realización de cualquier audiencia o diligencia. 
 
3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (SMLMV) a sus empleados, a los demás empleados 
públicos y a los particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les 
imparta en ejercicio de sus funciones o demoren su ejecución.” 
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De no recibir respuesta de parte de la(s) entidad(es) o funcionario(s) requerido(s), 

por secretaria, sin necesidad de nuevo auto, reitérese lo solicitado 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

CLM. 
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Bogotá D.C., seis (6) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00130-00 
DEMANDANTE: WILLIAM ANDRES ROLDAN BUITRAGO 

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO    DE    EDUCACIÓN    
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES   DEL   MAGISTERIO – SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ- FIDUPREVISORA S.A. 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 

 

Revisado el expediente, se observa que en auto de fecha 16 de mayo de 20221,  

se ordenó oficiar a la FIDUPREVISORA S.A. y a la SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ, para que, allegarán al Despacho los documentos 

relacionados con el reconocimiento y consignación de las cesantías y los intereses 

de las cesantías del demandante. 

 

Por lo anterior y teniendo en cuenta que no se allegó la totalidad de información 

requerida en el auto de fecha 16 de mayo de 2022 se dispone, REQUERIR por 
última vez, de manera insistente y de forma correcta a: 

 

1. La FIDUPREVISORA S.A , para que allegue con destino a este Despacho, con 

ocasión del reconocimiento del pago de cesantías del señor WILLIAM 
ANDRES ROLDAN BUITRAGO identificado con cedula de ciudadanía 

79.212.123: 

 

 Certificación de la fecha de consignación de las cesantías y los intereses a 

las cesantías del año 2020. 

 Fecha en que la Fiduciaria impartió aprobación o desaprobación del 

proyecto, y remitió a la entidad territorial la decisión adoptada, a través de la 

plataforma dispuesta para tal fin. 

 

2. La SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTÁ, para que allegue con 

destino a este Despacho, con ocasión del reconocimiento de la pago de 

cesantías del señor WILLIAM ANDRES ROLDAN BUITRAGO identificada con 

cedula de ciudadanía 79.212.123: 

 

 Resolución que ordenó el reconocimiento de las cesantías anuales del año 

2020. 
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 Fecha en que elaboró, subió y remitió a través de la plataforma dispuesta 

para tal fin el proyecto de acto administrativo debidamente digitalizado con 

su respectivo expediente para que fuera revisado por la fiduciaria. 

 Fecha en que la Secretaría subió y remitió el acto administrativo a la 

Fiduciaria, a través de la plataforma empleada para tal fin. 

 

Para el cumplimiento de lo anterior, se les concede un término de diez (10) días 

contados a partir del día siguiente al recibo del respectivo oficio que para el efecto 

se libre por secretaria.  

 

Se advierte a las entidades demandadas que el incumplimiento a las providencias 

judiciales acarrea sanciones previstas, en la Ley 270 de 1996 “Estatutaria de 

Administración de Justicia” que dispone: 

 

ARTÍCULO 58. MEDIDAS CORRECCIONALES. Los Magistrados, los Fiscales 
y los Jueces tienen la facultad correccional, en virtud de la cual pueden 
sancionar a los particulares, en los siguientes casos: 
 

1. Cuando el particular les falte al respeto con ocasión del servicio o por 
razón de sus actos oficiales o desobedezca órdenes impartidas por 
ellos en ejercicio de sus atribuciones legales. (Negrilla y subrayada 
por el despacho) 

 
ARTÍCULO 59. PROCEDIMIENTO. El magistrado o juez hará saber al infractor 
que su conducta acarrea la correspondiente sanción y de inmediato oirá las 
explicaciones que éste quiera suministrar en su defensa. Si éstas no fueren 
satisfactorias, procederá a señalar la sanción en resolución motivada contra la 
cual solamente procede el recurso de reposición interpuesto en el momento de 
la notificación. El sancionado dispone de veinticuatro horas para sustentar y el 
funcionario de un tiempo igual para resolverlo. 
 
ARTÍCULO 60. SANCIONES. Cuando se trate de un particular, la sanción 
correccional consistirá, según la gravedad de la falta, en multa hasta de diez 
salarios mínimos mensuales. 
Contra las sanciones correccionales sólo procede el recurso de reposición, que 
se resolverá de plano. 

 

Por su parte el Código General del Proceso frente a los poderes correccionales del 

juez, en su artículo 44 indica: 

 

“Sin perjuicio de la acción disciplinaria a que haya lugar, el juez tendrá los 
siguientes poderes correccionales: 
 
1. Sancionar con arresto inconmutable hasta por cinco (5) días a quienes le 
falten al debido respeto en el ejercicio de sus funciones o por razón de ellas. 
 
2. Sancionar con arresto inconmutable hasta por quince (15) días a quien 
impida u obstaculice la realización de cualquier audiencia o diligencia. 
 
3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (SMLMV) a sus empleados, a los demás empleados 
públicos y a los particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les 
imparta en ejercicio de sus funciones o demoren su ejecución.” 

 
 



N.R.D. 2022-00130-00 
Demandante: WILLIAM ANDRES ROLDAN BUITRAGO 

Demandada: NACIÓN – MIN. EDUCACIÓN Y OTROS 
 
 

De no recibir respuesta de parte de la(s) entidad(es) o funcionario(s) requerido(s), 

por secretaria, sin necesidad de nuevo auto, reitérese lo solicitado 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

CLM. 

 

 

 

Firmado Por:

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: f9d7a581f944402769e85d1274f8622c27e9eb4bf15296dc9342d7e26ba9bc02
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 1 
Bogotá D.C., seis (6) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 
PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00140-00 
DEMANDANTE: NOHORA ESPERANZA CELIS DURAN  

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO    DE    EDUCACIÓN    
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES   DEL   MAGISTERIO – SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ- FIDUPREVISORA S.A. 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 
 
Revisado el expediente, se observa que en auto de fecha 16 de mayo de 20221,  
se ordenó oficiar a la FIDUPREVISORA S.A. y a la SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ, para que, allegarán al Despacho los documentos 
relacionados con el reconocimiento y consignación de las cesantías y los intereses 
de las cesantías del demandante. 
 
Por lo anterior y teniendo en cuenta que no se allegó la totalidad de información 
requerida en el auto de fecha 16 de mayo de 2022 se dispone, REQUERIR por 
última vez, de manera insistente y de forma correcta a: 
 
1. La FIDUPREVISORA S.A , para que allegue con destino a este Despacho, con 

ocasión del reconocimiento del pago de cesantías de la señora NOHORA 
ESPERANZA CELIS DURAN identificado con cedula de ciudadanía 
52.074.415: 

 

 Certificación de la fecha de consignación de las cesantías y los intereses a 
las cesantías del año 2020. 

 Fecha en que la Fiduciaria impartió aprobación o desaprobación del 
proyecto, y remitió a la entidad territorial la decisión adoptada, a través de la 
plataforma dispuesta para tal fin. 

 
2. La SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTÁ, para que allegue con 

destino a este Despacho, con ocasión del reconocimiento de la pago de 
cesantías de la señora NOHORA ESPERANZA CELIS DURAN identificado 
con cedula de ciudadanía 52.074.415: 

 

 Resolución que ordenó el reconocimiento de las cesantías anuales del año 
2020. 
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N.R.D. 2022-00140-00 
Demandante: NOHORA ESPERANZA CELIS DURAN 
Demandada: NACIÓN – MIN. EDUCACIÓN Y OTROS 

 
 

 Fecha en que elaboró, subió y remitió a través de la plataforma dispuesta 
para tal fin el proyecto de acto administrativo debidamente digitalizado con 
su respectivo expediente para que fuera revisado por la fiduciaria. 

 Fecha en que la Secretaría subió y remitió el acto administrativo a la 
Fiduciaria, a través de la plataforma empleada para tal fin. 

 

Para el cumplimiento de lo anterior, se les concede un término de diez (10) días 
contados a partir del día siguiente al recibo del respectivo oficio que para el efecto 
se libre por secretaria.  
 
Se advierte a las entidades demandadas que el incumplimiento a las providencias 
judiciales acarrea sanciones previstas, en la Ley 270 de 1996 “Estatutaria de 
Administración de Justicia” que dispone: 
 

ARTÍCULO 58. MEDIDAS CORRECCIONALES. Los Magistrados, los Fiscales 
y los Jueces tienen la facultad correccional, en virtud de la cual pueden 
sancionar a los particulares, en los siguientes casos: 
 

1. Cuando el particular les falte al respeto con ocasión del servicio o por 
razón de sus actos oficiales o desobedezca órdenes impartidas por 
ellos en ejercicio de sus atribuciones legales. (Negrilla y subrayada 
por el despacho) 

 

ARTÍCULO 59. PROCEDIMIENTO. El magistrado o juez hará saber al infractor 
que su conducta acarrea la correspondiente sanción y de inmediato oirá las 
explicaciones que éste quiera suministrar en su defensa. Si éstas no fueren 
satisfactorias, procederá a señalar la sanción en resolución motivada contra la 
cual solamente procede el recurso de reposición interpuesto en el momento de 
la notificación. El sancionado dispone de veinticuatro horas para sustentar y el 
funcionario de un tiempo igual para resolverlo. 
 
ARTÍCULO 60. SANCIONES. Cuando se trate de un particular, la sanción 
correccional consistirá, según la gravedad de la falta, en multa hasta de diez 
salarios mínimos mensuales. 
Contra las sanciones correccionales sólo procede el recurso de reposición, que 
se resolverá de plano. 

 
Por su parte el Código General del Proceso frente a los poderes correccionales del 
juez, en su artículo 44 indica: 
 

“Sin perjuicio de la acción disciplinaria a que haya lugar, el juez tendrá los 
siguientes poderes correccionales: 
 
1. Sancionar con arresto inconmutable hasta por cinco (5) días a quienes le 
falten al debido respeto en el ejercicio de sus funciones o por razón de ellas. 
 
2. Sancionar con arresto inconmutable hasta por quince (15) días a quien 
impida u obstaculice la realización de cualquier audiencia o diligencia. 
 
3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (SMLMV) a sus empleados, a los demás empleados 
públicos y a los particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les 
imparta en ejercicio de sus funciones o demoren su ejecución.” 

 
 



N.R.D. 2022-00140-00 
Demandante: NOHORA ESPERANZA CELIS DURAN 
Demandada: NACIÓN – MIN. EDUCACIÓN Y OTROS 

 
 

De no recibir respuesta de parte de la(s) entidad(es) o funcionario(s) requerido(s), 
por secretaria, sin necesidad de nuevo auto, reitérese lo solicitado 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

MAM 

 
 

 

Firmado Por:

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 6bcd382c6820af5b08da17378c8932553cfe85fe4c1e38f18fdcaf9f6253e31c

Documento generado en 05/09/2022 07:54:31 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 
 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

  

Bogotá D.C., seis (6) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00143-00 
DEMANDANTE: JAIDIVE PIRAQUIVE LEON  

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO    DE    EDUCACIÓN    
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES   DEL   MAGISTERIO – SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ- FIDUPREVISORA S.A. 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 

 

Revisado el expediente, se observa que en auto de fecha 16 de mayo de 20221,  

se ordenó oficiar a la FIDUPREVISORA S.A. y a la SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ, para que, allegarán al Despacho los documentos 

relacionados con el reconocimiento y consignación de las cesantías y los intereses 

de las cesantías de la demandante. 

 

Por lo anterior y teniendo en cuenta que no se allegó la totalidad de información 

requerida en el auto de fecha 16 de mayo de 2022 se dispone, REQUERIR por 
última vez, de manera insistente y de forma correcta a: 

 

1. La FIDUPREVISORA S.A , para que allegue con destino a este Despacho, con 

ocasión del reconocimiento del pago de cesantías de la señora JAIDIVE 
PIRAQUIVE LEON identificada con cedula de ciudadanía 39.633.289: 

 

 Certificación de la fecha de consignación de las cesantías y los intereses a 

las cesantías del año 2020. 

 Fecha en que la Fiduciaria impartió aprobación o desaprobación del 

proyecto, y remitió a la entidad territorial la decisión adoptada, a través de la 

plataforma dispuesta para tal fin. 

 

2. La SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTÁ, para que allegue con 

destino a este Despacho, con ocasión del reconocimiento de la pago de 

cesantías la señora JAIDIVE PIRAQUIVE LEON identificada con cedula de 

ciudadanía 39.633.289: 

 

 Resolución que ordenó el reconocimiento de las cesantías anuales del año 

2020. 
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N.R.D. 2022-00143-00 
Demandante: JAIDIVE PIRAQUIVE LEON  

Demandada: NACIÓN – MIN. EDUCACIÓN Y OTROS 
 
 

 Fecha en que elaboró, subió y remitió a través de la plataforma dispuesta 

para tal fin el proyecto de acto administrativo debidamente digitalizado con 

su respectivo expediente para que fuera revisado por la fiduciaria. 

 Fecha en que la Secretaría subió y remitió el acto administrativo a la 

Fiduciaria, a través de la plataforma empleada para tal fin. 

 

Para el cumplimiento de lo anterior, se les concede un término de diez (10) días 

contados a partir del día siguiente al recibo del respectivo oficio que para el efecto 

se libre por secretaria.  

 

Se advierte a las entidades demandadas que el incumplimiento a las providencias 

judiciales acarrea sanciones previstas, en la Ley 270 de 1996 “Estatutaria de 

Administración de Justicia” que dispone: 

 

ARTÍCULO 58. MEDIDAS CORRECCIONALES. Los Magistrados, los Fiscales 
y los Jueces tienen la facultad correccional, en virtud de la cual pueden 
sancionar a los particulares, en los siguientes casos: 
 

1. Cuando el particular les falte al respeto con ocasión del servicio o por 
razón de sus actos oficiales o desobedezca órdenes impartidas por 
ellos en ejercicio de sus atribuciones legales. (Negrilla y subrayada 
por el despacho) 

 
ARTÍCULO 59. PROCEDIMIENTO. El magistrado o juez hará saber al infractor 
que su conducta acarrea la correspondiente sanción y de inmediato oirá las 
explicaciones que éste quiera suministrar en su defensa. Si éstas no fueren 
satisfactorias, procederá a señalar la sanción en resolución motivada contra la 
cual solamente procede el recurso de reposición interpuesto en el momento de 
la notificación. El sancionado dispone de veinticuatro horas para sustentar y el 
funcionario de un tiempo igual para resolverlo. 
 
ARTÍCULO 60. SANCIONES. Cuando se trate de un particular, la sanción 
correccional consistirá, según la gravedad de la falta, en multa hasta de diez 
salarios mínimos mensuales. 
Contra las sanciones correccionales sólo procede el recurso de reposición, que 
se resolverá de plano. 

 

Por su parte el Código General del Proceso frente a los poderes correccionales del 

juez, en su artículo 44 indica: 

 

“Sin perjuicio de la acción disciplinaria a que haya lugar, el juez tendrá los 
siguientes poderes correccionales: 
 
1. Sancionar con arresto inconmutable hasta por cinco (5) días a quienes le 
falten al debido respeto en el ejercicio de sus funciones o por razón de ellas. 
 
2. Sancionar con arresto inconmutable hasta por quince (15) días a quien 
impida u obstaculice la realización de cualquier audiencia o diligencia. 
 
3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (SMLMV) a sus empleados, a los demás empleados 
públicos y a los particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les 
imparta en ejercicio de sus funciones o demoren su ejecución.” 

 
 



N.R.D. 2022-00143-00 
Demandante: JAIDIVE PIRAQUIVE LEON  

Demandada: NACIÓN – MIN. EDUCACIÓN Y OTROS 
 
 

De no recibir respuesta de parte de la(s) entidad(es) o funcionario(s) requerido(s), 

por secretaria, sin necesidad de nuevo auto, reitérese lo solicitado 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

CLM. 

 

 

 

Firmado Por:

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 5f80fd2361df4a8641d22a6ce177961e950a510937866eeb4b5bc0c813449432
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 1 
Bogotá D.C., seis (6) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 
PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00150-00 
DEMANDANTE: PAOLA ANDREA CRUZ MURILLO 

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO    DE    EDUCACIÓN    
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES   DEL   MAGISTERIO – SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ- FIDUPREVISORA S.A. 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 
 
Revisado el expediente, se observa que en auto de fecha 16 de mayo de 20221,  
se ordenó oficiar a la FIDUPREVISORA S.A. y a la SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ, para que, allegarán al Despacho los documentos 
relacionados con el reconocimiento y consignación de las cesantías y los intereses 
de las cesantías del demandante. 
 
Por lo anterior y teniendo en cuenta que no se allegó la totalidad de información 
requerida en el auto de fecha 16 de mayo de 2022 se dispone, REQUERIR por 
última vez, de manera insistente y de forma correcta a: 
 
1. La FIDUPREVISORA S.A , para que allegue con destino a este Despacho, con 

ocasión del reconocimiento del pago de cesantías de la señora PAOLA 
ANDREA CRUZ MURILLO identificado con cedula de ciudadanía 
1.018.437.089: 

 

 Certificación de la fecha de consignación de las cesantías y los intereses a 
las cesantías del año 2020. 

 Fecha en que la Fiduciaria impartió aprobación o desaprobación del 
proyecto, y remitió a la entidad territorial la decisión adoptada, a través de la 
plataforma dispuesta para tal fin. 

 
2. La SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTÁ, para que allegue con 

destino a este Despacho, con ocasión del reconocimiento de la pago de 
cesantías de la señora PAOLA ANDREA CRUZ MURILLO identificado con 
cedula de ciudadanía 1.018.437.089:: 

 

 Resolución que ordenó el reconocimiento de las cesantías anuales del año 
2020. 
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N.R.D. 2022-00150-00 
Demandante: PAOLA ANDREA CRUZ MURILLO 

Demandada: NACIÓN – MIN. EDUCACIÓN Y OTROS 
 
 

 Fecha en que elaboró, subió y remitió a través de la plataforma dispuesta 
para tal fin el proyecto de acto administrativo debidamente digitalizado con 
su respectivo expediente para que fuera revisado por la fiduciaria. 

 Fecha en que la Secretaría subió y remitió el acto administrativo a la 
Fiduciaria, a través de la plataforma empleada para tal fin. 

 

Para el cumplimiento de lo anterior, se les concede un término de diez (10) días 
contados a partir del día siguiente al recibo del respectivo oficio que para el efecto 
se libre por secretaria.  
 
Se advierte a las entidades demandadas que el incumplimiento a las providencias 
judiciales acarrea sanciones previstas, en la Ley 270 de 1996 “Estatutaria de 
Administración de Justicia” que dispone: 
 

ARTÍCULO 58. MEDIDAS CORRECCIONALES. Los Magistrados, los Fiscales 
y los Jueces tienen la facultad correccional, en virtud de la cual pueden 
sancionar a los particulares, en los siguientes casos: 
 

1. Cuando el particular les falte al respeto con ocasión del servicio o por 
razón de sus actos oficiales o desobedezca órdenes impartidas por 
ellos en ejercicio de sus atribuciones legales. (Negrilla y subrayada 
por el despacho) 

 

ARTÍCULO 59. PROCEDIMIENTO. El magistrado o juez hará saber al infractor 
que su conducta acarrea la correspondiente sanción y de inmediato oirá las 
explicaciones que éste quiera suministrar en su defensa. Si éstas no fueren 
satisfactorias, procederá a señalar la sanción en resolución motivada contra la 
cual solamente procede el recurso de reposición interpuesto en el momento de 
la notificación. El sancionado dispone de veinticuatro horas para sustentar y el 
funcionario de un tiempo igual para resolverlo. 
 
ARTÍCULO 60. SANCIONES. Cuando se trate de un particular, la sanción 
correccional consistirá, según la gravedad de la falta, en multa hasta de diez 
salarios mínimos mensuales. 
Contra las sanciones correccionales sólo procede el recurso de reposición, que 
se resolverá de plano. 

 
Por su parte el Código General del Proceso frente a los poderes correccionales del 
juez, en su artículo 44 indica: 
 

“Sin perjuicio de la acción disciplinaria a que haya lugar, el juez tendrá los 
siguientes poderes correccionales: 
 
1. Sancionar con arresto inconmutable hasta por cinco (5) días a quienes le 
falten al debido respeto en el ejercicio de sus funciones o por razón de ellas. 
 
2. Sancionar con arresto inconmutable hasta por quince (15) días a quien 
impida u obstaculice la realización de cualquier audiencia o diligencia. 
 
3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (SMLMV) a sus empleados, a los demás empleados 
públicos y a los particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les 
imparta en ejercicio de sus funciones o demoren su ejecución.” 

 
 



N.R.D. 2022-00150-00 
Demandante: PAOLA ANDREA CRUZ MURILLO 

Demandada: NACIÓN – MIN. EDUCACIÓN Y OTROS 
 
 

De no recibir respuesta de parte de la(s) entidad(es) o funcionario(s) requerido(s), 
por secretaria, sin necesidad de nuevo auto, reitérese lo solicitado 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

MAM 

 
 

 

Firmado Por:

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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Bogotá D.C., seis (6) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 
PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00153-00 
DEMANDANTE: LUZ MARINA CARRANZA MURCIA 

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO    DE    EDUCACIÓN    
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES   DEL   MAGISTERIO – SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ- FIDUPREVISORA S.A. 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 
 
Revisado el expediente, se observa que en auto de fecha 16 de mayo de 20221,  
se ordenó oficiar a la FIDUPREVISORA S.A. y a la SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ, para que, allegarán al Despacho los documentos 
relacionados con el reconocimiento y consignación de las cesantías y los intereses 
de las cesantías del demandante. 
 
Por lo anterior y teniendo en cuenta que no se allegó la totalidad de información 
requerida en el auto de fecha 16 de mayo de 2022 se dispone, REQUERIR por 
última vez, de manera insistente y de forma correcta a: 
 
1. La FIDUPREVISORA S.A , para que allegue con destino a este Despacho, con 

ocasión del reconocimiento del pago de cesantías de la señora LUZ MARINA 
CARRANZA MURCIA identificado con cedula de ciudadanía 41.679.957: 

 

 Certificación de la fecha de consignación de las cesantías y los intereses a 
las cesantías del año 2020. 

 Fecha en que la Fiduciaria impartió aprobación o desaprobación del 
proyecto, y remitió a la entidad territorial la decisión adoptada, a través de la 
plataforma dispuesta para tal fin. 

 
2. La SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTÁ, para que allegue con 

destino a este Despacho, con ocasión del reconocimiento de la pago de 
cesantías de la señora LUZ MARINA CARRANZA MURCIA identificado con 
cedula de ciudadanía 41.679.957: 

 

 Resolución que ordenó el reconocimiento de las cesantías anuales del año 
2020. 

 Fecha en que elaboró, subió y remitió a través de la plataforma dispuesta 
para tal fin el proyecto de acto administrativo debidamente digitalizado con 
su respectivo expediente para que fuera revisado por la fiduciaria. 

 
1 PDF “006AutoAdmitedemanda” del expediente digital 



N.R.D. 2022-00153-00 
Demandante: LUZ MARINA CARRANZA MURCIA 

Demandada: NACIÓN – MIN. EDUCACIÓN Y OTROS 
 
 

 Fecha en que la Secretaría subió y remitió el acto administrativo a la 
Fiduciaria, a través de la plataforma empleada para tal fin. 

 

Para el cumplimiento de lo anterior, se les concede un término de diez (10) días 
contados a partir del día siguiente al recibo del respectivo oficio que para el efecto 
se libre por secretaria.  
 
Se advierte a las entidades demandadas que el incumplimiento a las providencias 
judiciales acarrea sanciones previstas, en la Ley 270 de 1996 “Estatutaria de 
Administración de Justicia” que dispone: 
 

ARTÍCULO 58. MEDIDAS CORRECCIONALES. Los Magistrados, los Fiscales 
y los Jueces tienen la facultad correccional, en virtud de la cual pueden 
sancionar a los particulares, en los siguientes casos: 
 

1. Cuando el particular les falte al respeto con ocasión del servicio o por 
razón de sus actos oficiales o desobedezca órdenes impartidas por 
ellos en ejercicio de sus atribuciones legales. (Negrilla y subrayada 
por el despacho) 

 

ARTÍCULO 59. PROCEDIMIENTO. El magistrado o juez hará saber al infractor 
que su conducta acarrea la correspondiente sanción y de inmediato oirá las 
explicaciones que éste quiera suministrar en su defensa. Si éstas no fueren 
satisfactorias, procederá a señalar la sanción en resolución motivada contra la 
cual solamente procede el recurso de reposición interpuesto en el momento de 
la notificación. El sancionado dispone de veinticuatro horas para sustentar y el 
funcionario de un tiempo igual para resolverlo. 
 
ARTÍCULO 60. SANCIONES. Cuando se trate de un particular, la sanción 
correccional consistirá, según la gravedad de la falta, en multa hasta de diez 
salarios mínimos mensuales. 
Contra las sanciones correccionales sólo procede el recurso de reposición, que 
se resolverá de plano. 

 
Por su parte el Código General del Proceso frente a los poderes correccionales del 
juez, en su artículo 44 indica: 
 

“Sin perjuicio de la acción disciplinaria a que haya lugar, el juez tendrá los 
siguientes poderes correccionales: 
 
1. Sancionar con arresto inconmutable hasta por cinco (5) días a quienes le 
falten al debido respeto en el ejercicio de sus funciones o por razón de ellas. 
 
2. Sancionar con arresto inconmutable hasta por quince (15) días a quien 
impida u obstaculice la realización de cualquier audiencia o diligencia. 
 
3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (SMLMV) a sus empleados, a los demás empleados 
públicos y a los particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les 
imparta en ejercicio de sus funciones o demoren su ejecución.” 

 
 
De no recibir respuesta de parte de la(s) entidad(es) o funcionario(s) requerido(s), 
por secretaria, sin necesidad de nuevo auto, reitérese lo solicitado 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 



N.R.D. 2022-00153-00 
Demandante: LUZ MARINA CARRANZA MURCIA 

Demandada: NACIÓN – MIN. EDUCACIÓN Y OTROS 
 
 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Bogotá D.C., seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

La parte demandante interpuso y sustentó dentro del término legal, recurso de 

apelación contra la sentencia proferida el 9 de agosto de 2022, que negó las 
pretensiones de la demanda.  
 
Comoquiera que la apelación presentada es procedente, conforme a lo dispuesto 

en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 247 de la 

misma codificación, el Juzgado; 

 

R E S U E L V E: 
 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por este 

estrado judicial el 09 de agosto de 2022, que negó las pretensiones 
de la demanda.  

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 

    

 

 

 

PROCESO: 11001-33-35-025-2022-0053-00 

DEMANDANTE: HERNAN OSORIO LONDOÑO 
DEMANDADO: CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITAREZ- 

CREMIL 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  



Expediente 2022-0053 
Demandante: Hernan Osorio Londoño 

Demandado: Cremil 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Bogotá D.C., seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

La parte demandante interpuso y sustentó dentro del término legal, recurso de 

apelación contra la sentencia proferida el 9 de agosto de 2022, que negó las 
pretensiones de la demanda.  
 
Comoquiera que la apelación presentada es procedente, conforme a lo dispuesto 

en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 247 de la 

misma codificación, el Juzgado; 

 

R E S U E L V E: 
 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por este 

estrado judicial el 09 de agosto de 2022, que negó las pretensiones 
de la demanda.  

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 

    

 

 

 

PROCESO: 11001-33-35-025-2021-0351-00 

DEMANDANTE: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES- COLPENSIONES 

DEMANDADO: ALBERTO ASMAR SARAY 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  



Expediente 2021-00351 
Demandante: Colpensiones 

Demandado: Alberto Aamar Saray 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

 

Bogotá D.C., seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 
 

 
Visto el informe secretarial que antecede, el Despacho procederá a pronunciarse 

sobre la solicitud de 25 de septiembre de 2021, por medio de la cual el 

demandante solicitó la expedición de copias auténticas previas las siguientes, 

 

ANTECEDENTES 

 

1. Con memorial de 25 de septiembre de 2021, la parte demandante solicitó 

copias auténticas de las sentencias de primera y segunda instancia, con su 

respectiva constancia de ejecutoria, no obstante, el Juzgado evidenció que 

el citado memorial fue suscrito por la Abogada Yuly Pamela Moreno Silva, 

identificada con C.C 53.053.504 y T.P 183.698 del C.S. de la J, quien a la 

fecha no fungía como apoderada en el proceso de la referencia.  

 

2. Posteriormente, con auto de 2 de noviembre de 2021, esta Judicatura 

ordenó al señor Luis Carlos Quiñonez Prado, para que allegara el poder en 

debida forma, como también el respectivo paz y salvo del anterior 

apoderado, y se le informó, que en caso de no tener el paz y salvo aportara 

la correspondiente justificación con las certificaciones del caso.  

 

3. En atención al anterior requerimiento, el señor Luis Carlos Quiñonez Prado, 

informó al despacho que el abogado Edil Mauricio Beltrán Pardo, quien era 

el apoderado principal, falleció el 10 de agosto de 2022, para lo cual aportó 

el correspondiente Registro Civil de Defunción No. 48396151. 

 

 

1 Ver Archivo 026 folio 7-8 del expediente digital.  

PROCESO No. 11001-33-35-025-2020-0028-00 
DEMANDANTE LUIS CARLOS QUIÑONEZ PRADO 
DEMANDADO NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- 

CREMIL 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2020-0028-00 
Demandante: Luis Carlos Quiñonez Prado 

Demandada: Cremil 
 

 

 

 

4. Asimismo, el demandante aportó un nuevo poder conferido a la Abogada 

Yuly Pamela Moreno Silva, identificada con C.C 53.053.504 y T.P 183.698 

del C.S. de la J.2. 

RESUELVE 

 

ÚNICO: Por Secretaría expídanse las copias auténticas con constancia de 

ejecutoria correspondientes.  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 

 

 

2 Ver Archivo 026 folio 3-4 del expediente digital.  
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Correo único de radicaciones: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

Bogotá, D. C., seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 
 

 

 

 

 

 

 

 

La señora Zulma Corina Pardo Rojas acudió a esta Jurisdicción con el objetivo de 

recaudar, por la vía ejecutiva, los intereses moratorios derivados de las obligaciones 

impuestas en sentencia proferida el 21 de junio de 2012 por el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, dentro del proceso identificado con número de radicación 

11001333102520110031100. 

 

Agotado el trámite de rigor, el Despacho profirió fallo calendado 24 de mayo de 2017[003], 

en el que ordenó seguir adelante la ejecución y condenó en costas a la Ugpp en suma 

igual al 7% de la liquidación del crédito, decisión confirmada por el Tribunal Administrativo 

de Cundinamarca con fallo de 18 de octubre de 2017[007B]. 

 

Posteriormente, el Juzgado profirió auto de liquidación del crédito de 20 de noviembre de 

2019 [017], que fue modificado por el mencionado Tribunal con proveído de 14 de mayo de 

2021, en el que tuvo por liquidación total del crédito el valor de $5.976.519,05 [031]. 

 
Pues bien, revisadas las actuaciones, se tiene que la Ugpp allegó memorial de 17 de 

enero de 2022[035], en el que solicitó la terminación del proceso por pago total de la 

obligación, porque ha efectuado las siguientes erogaciones: 

 

i. Constituyó título judicial núm. 400100006842826 el 28 de septiembre de 2018, 

por valor de $4.309.044,47 [040]. 
ii. Realizó abono en la cuenta de ahorros del accionante por valor de $1.667.474,58, 

efectivo el 22 de octubre de 2021 [035]. 

 

Con el fin de resolver lo que corresponde en derecho, conviene recordar que, al tenor de 

lo normado en el artículo 1626 del Código Civil, «[e]l pago efectivo es la prestación de lo 

que se debe». 

 

PROCESO EJECUTIVO 
RADICACIÓN: 11001-33-35-025-2015-00502-00 
DEMANDANTE: ZULMA CORINA PARDO ROJAS 

DEMANDADO: 
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION 
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES 
DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP 
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En el caso sub examine, la prestación debida fue liquidada por el Tribunal Administrativo 

de Cundinamarca en $5.976.519,05, valor que coincide con la cantidad total sufragada 

por la Ugpp, según los referidos comprobantes. 

 

En consecuencia, fluye con claridad que el ejercicio de subsunción lógico de los hechos 

probados en la premisa legal destacada impone concluir que la obligación materia de 

ejecución fue totalmente cubierta por la Ugpp, de manera que, corresponde ahora 

declarar tal estado de cosas y terminar el proceso por pago, según lo definido por el 

artículo 461 del CGP. 

 

Entrega del título judicial. El Despacho observa que, a través de auto de 23 de 

noviembre de 2020 [026], dispuso la entrega a la actora del depósito distinguido con 

número 400100006842826 [040]; no obstante, aunque el Juzgado adelantó el trámite 

tendiente al pago de aquel depósito, y por ello su estado actual en el aplicativo del Banco 

Agrario de Colombia es «IMPRESO ENTREGADO», la aludida providencia fue dejada 

sin efectos con providencia de 2 de diciembre de 2020 [028], razón por la que nunca fue 

consumado el desembolso. 

 

Ergo, en orden a posibilitar el traslado efectivo de los dineros constituidos a favor de la 

ejecutante, se dispondrá que, por secretaría y en colaboración con la parte actora y el 

Banco Agrario de Colombia, se efectúen todas las gestiones y actividades que así lo 

permitan. 

 

Costas procesales. Resta entonces fijar el valor de las costas procesales, que, según el 

contenido de la sentencia de primera instancia, corresponde al 7% de la liquidación del 

crédito, de manera que, atendiendo los principios de celeridad y economía procesal, 

serán calculadas a continuación: 

 

Costas = ($5.976.519,05x 7%) 
Costas = $418.356 

 

Corolario de todo lo anterior, esta Judicatura declarará el pago total de la obligación, 

ordenará la entrega del título judicial pendiente, fijará el quantum de la condena en costas 

y terminará el proceso por pago, tal como será dispuesto ut infra. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de 
Bogotá, Sección Segunda - Oral,  
 

RESUELVE 
 

PRIMERO. - TÉNGASE por constituido a favor de la señora Zulma Corina Pardo Rojas, 
identificada con cédula de ciudadanía 41.382.939, el título judicial núm. 

400100006842826 de 28 de septiembre de 2018, equivalente a la suma de 

$4.309.044,47 [040], el cual deberá ser entregado a la parte actora, a través de los 

mecanismos puestos a disposición para el efecto por el Consejo Superior de la 

Judicatura, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y el Banco Agrario de 

Colombia. 

 

Para el efecto, la secretaría del Despacho evaluará con toda autonomía la pertinencia de 

continuar con el trámite de pago realizado hasta el momento; empero, si lo considera 



11013335-025-2015-00502-00 
Zulma Corina Pardo Rojas vs. Ugpp 

Proceso Ejecutivo 

   Página 3 de 3 

 

conveniente, desplegará la actuación que corresponda ante el Banco Agrario de 

Colombia con el fin de modificar el estado actual del título judicial en el aplicativo de dicha 

institución, con el objeto de efectuar el desembolso a través de los medios electrónicos 

del caso. 

 
El Banco Agrario de Colombia deberá colaborar con la secretaría del Juzgado en 
cualquiera de los requerimientos que efectúe en virtud del cumplimiento de esta 
orden, hasta que los dineros consignados a favor de la demandante sean materialmente 

sufragados a esta o a su apoderado. 
 

SEGUNDO. - DECLARAR que la obligación materia de ejecución en la presente 

controversia ha sido totalmente satisfecha por la Unidad Administrativa Especial de 
Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social – UGPP, 

de conformidad con lo considerado en la parte motiva de este auto. 

 
TERCERO. - Como consecuencia de lo anterior, TERMINAR el proceso por pago de la 
obligación, de acuerdo con el artículo 461 del CGP. 

 
CUARTO. - LEVANTAR toda medida cautelar vigente contra la ejecutada, si hubieren 

sido decretadas y materializadas. De ser necesario, ofíciese en tal sentido. 

 

QUINTO. - FIJAR el valor de las costas de la presente ejecución en suma de $418.356, 

según lo expuesto arriba, cantidad que deberán ser satisfecha por la Ugpp. 
 
SEXTO. - Ejecutoriada esta providencia, expídase copia de la misma con constancia de 

ejecutoria a favor de la parte actora. Satisfecho todo lo anterior, y si no media actividad 

procesal de las partes, archívese el expediente, previas las constancias de rigor. Por 

secretaría, dispóngase lo pertinente. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 

(Firma electrónica en seguida) 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

JUEZ 
MAM/Jc 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Bogotá D.C., seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

La parte demandante interpuso y sustentó dentro del término legal, recurso de 

apelación contra la sentencia proferida el 9 de agosto de 2022, que negó las 
pretensiones de la demanda.  
 
Comoquiera que la apelación presentada es procedente, conforme a lo dispuesto 

en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 247 de la 

misma codificación, el Juzgado; 

 

R E S U E L V E: 
 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por este 

estrado judicial el 09 de agosto de 2022, que negó las pretensiones 
de la demanda.  

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 

    

 

 

 

PROCESO: 11001-33-35-025-2021-00153-00 

DEMANDANTE: DEISY LORENA HURTADO ULCHUR 
DEMANDADO: INSTITUTO NACIONAL DE VIAS (INVIAS) 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  



Expediente 2021-00153 
Demandante: Deisy Lorena Hurtado Ulchur 

Demandado: Invias 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Al revisar el expediente de la referencia, observa este despacho que ninguna de las 

partes solicitó realizar audiencia de conciliación1, como tampoco fue allegado 

memorial con fórmula conciliatoria en este asunto.  

En consecuencia y en aplicación del principio de celeridad, el Despacho prescindirá 

de la misma y, por ser procedente, al presentarse en legal término, se concede, en 

el efecto suspensivo, ante el superior, el recurso de alzada propuesto y sustentado 

por la parte demandante2contra la sentencia proferida el 9 de agosto de 2022, que 

accedió a las pretensiones de la demanda. 

Comoquiera que la apelación presentada es procedente, conforme a lo dispuesto 

en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 247 de la 

misma codificación, el Juzgado; 

 

R E S U E L V E: 
 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por este 

estrado judicial el 9 de agosto de 2022, que accedió a las 
pretensiones de la demanda. 

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
MAM 

    

 

 

 

 

1 Numeral 2 del artículo 247 de la Ley 2080 de 2021. 
2 De conformidad con lo que obra en el expediente solo hay un memorial de apelación, parte 
demandante 

PROCESO: 11001-33-35-025-2018-0058-00 
DEMANDANTE: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES- COLPENSIONES 
DEMANDADO: MARTHA CECILIA ROJAS GONZÁLEZ 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  



Expediente 2018-058 
Demandante: Colpensiones 

                 Demandado: Martha Cecilia Rojas González. 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA – ORAL 
 

Bogotá D.C., seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 

En atención a lo manifestado por el apoderado de la entidad demandante, 

Administradora Colombiana de Pensiones- Colpensiones, y teniendo en cuenta la 

imposibilidad de notificar en forma personal al señor TIBERIO CORDOBA ORTIZ, 
a efectos de continuar con el trámite del proceso, el Despacho ordenará notificarla 

en la forma prevista en los artículos 108 y 2931 del Código General del Proceso, 

por remisión expresa de los artículos 196 y 306 del Código de Procedimiento y de 

lo Contencioso, y en concordancia con la el articulo 10 de Ley 2213 de 20222. 
 

En virtud de lo expuesto el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO 
ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.,  

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO. Se ordena que por la Secretaría del Despacho se ingrese la 

información correspondiente del señor TIBERIO CORDOBA ORTIZ, en el Registro 

Nacional de Personas Emplazadas, de conformidad con lo preceptuado en el 

artículo 10 de la Ley 2213 de 2022.  

 

SEGUNDO. Cumplido lo anterior, INGRESE el expediente al Despacho para 

proveer lo que en derecho corresponda. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
MAM 

 

1 Artículo 293. Emplazamiento para notificación personal. Cuando el demandante o el interesado en una 
notificación personal manifieste que ignora el lugar donde puede ser citado el demandado o quien deba ser 
notificado personalmente, se procederá al emplazamiento en la forma prevista en este código. 
  

PROCESO No. 11001-33-35-025-2018-00533-00 
DEMANDANTE ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- 

COLPENSIONES 
DEMANDADO(A) TIBERIO CORDOBA ORTIZ 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2018-00533-00 
Demandante: Colpensiones 

Demandada: Tiberio Córdoba Ortiz 
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